
',1

UNIVERSIDAD DE SAN CARLOS DE GUATEMALA
FACULTAD DE CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES

IMPORTANCIA DEL PROCEDIMIENTO MONITOREO REALIZADO ANTE EL JUEZ
DE GARANTiA APLICABLE A FALTAS QUE TIENEN COMO CONSONANCIA UNA

MULTA

GLADYS ELIZABETH RAMíREZ AGUSTíN

GUATEMALA, SEPTIEMBRE DE 2013



UNIVERSIDAD DE SAN CARLOS DE GUATEMALA
FACULTAD DE CIENCIAS JURiDICAS Y SOCIALES

IMPORTANCIA DEL PROCEDIMIENTO MONITOREO REALIZADO ANTE EL JUEZ
DE GARANTíA APLICABLE A FALTAS QUE TIENEN COMO CONSONANCIA UNA

MULTA

TESIS

Presentada a la Honorable Junta Directiva

de la

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales

de la

universidad de San Carlos de Guatemala

Por

GLADYS ELIZABETH RAMiREZ AGUSTiN

Previo a conferirsele el grado académico de

LICENCIADA EN CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES

y los títulos profesionales de

ABOGADA Y NOTARIA

Guatemala, septiembre de 2013



HONORABLE JUNTA DIRECTIVA
DE LA

FACULTAD DE CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES
DE LA

UNIVERSIDAD DE SAN CARLOS DE GUATEMALA

DECANO: Lic. Avidán Ortiz Orellana

VOCAL l: Lic. l\4ario lsmaelAguilar Elizardi

VOCAL lll: Lic. Luis Fernando López Díaz

VOCAL lV: Br. Víctor Andrés MarroquÍn Mijangos

VOCAL V: Br. Rocael López González

SECRETARIA: Licda. Rosar'o Gil Perez

TRIBUNAL OUE PRACTICÓ
EL EXAMEN TÉCNICO PROFESIONAL

Fase Pública:

Presidente:

Vocal:

Secretaria:

Fase Pr¡vada:

Presidente:

Vocal:

Secretario:

Lic. Guillermo Augusto Menjibar Juárez

Lic. Héctor René Granados Figueroa

Licda. Rosa María Ramírez Soto

Lic. Juan Cados López Pacheco

Licda. Eloísa Ermila l\¡azariegos Herrera

Lic. RaúlAntonioCasiilloHernández

RAZóN: "Únicamente el autor es responsable de las doctrinas sustentadas y

contenido de la tesis". (Artículo 43 del Normativo para la Elaboración
de Tesis de Licenciatura en Ciencias Juridicas y Sociales y dei
Examen General Público).



8¿. €a,*¿t ú*tlw &Ias,t Attfu o
<ltrydoselátub

eot&d¿6279

4. Se llevaron a cabo las modificaciones suge¡idas du¡ante la asesoria de la tesis. En

relación a los objetivos de la tesis, los mismos son rclevantes ya que indican la utilidad del
procedimiento moüitoreo. La hipótesis formulada y objeto del trabajo de investigacióri. se

comprobó y con ella se logró establecer las 1áltas que tienen como consonancia una multa.

El trabajo de tesis efectivamcnte reúne los requisitos legales del A¡tículo 32 del

Normativo para la Elaboración dc Tesis de Licenciatwa en Ciencias Jurídicas y Sociales y del
Examen General Público, por lo cual emito DICTAMEN FAvoRABLf,, para que pueda

contin¡ar con el t ámite corespondiente, para eva.luárse posteriomente por el 'Iribunal

Examinado¡ cn el Examen Público de Tesis, previo a optar al grado académico de Licenciada en

Ciencias Juídicas y Sociales.

Muv atentamente.

r . tNúr-tlrrtll r¡um nur
\ :a IÉGAOo v N(¡tA¡ro

8'- avenida 20-22 zona 1 oficina 4 p mer nivel Edificio Castañeda Molina
let 57096727
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UNIDAD ASESORÍA DE TESIS DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURiDICAS Y SOC¡ALES
cuatemala 17 de octu'rc de 2012.

ELLANA

Atentamente, pase a la LICENCIADA CORALIA CARIVINA CONTRERAS FLORES para que
proceda a revsar el lrabajo de tesis de la estudiante GLADYS ELIZABETH RAN,4iREZ

AGTJSTíN, infituladol'IMPORTANCIA DEL PROCEDIIVIENTO MONITOREO REALIZADO
ANTE EL JUEZ DE GARANTIA APLICABLE A FALTAS QUE TIENEN COMO CONSONANCIA
UNA MULTA',

l\,4e permito hacer de su conocimiento que está facultada parc realiz{ las modificacones de
forma y fondo que tengan por objeto mejorar la invesiigación, asimismo, del titulo del lrabajo de
tesis. En el diatamen correspondiente deberá cumplir con los requisitos eslablecidos en el
Artículo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis de LicenciatLlra en Clencias JLrrídicas y
Sociales y del Exame¡ Generaf Públtco, el cual eslablecet "Tanto el asesor como el revisor de
lesls, haÍán constar en los dictámenes mnespond¡entes. su opin¡ón respecto del conten¡do
cientilico y técnico de la tesis, la metodologia y técnicas de investigacjó¡ utilizadas, la
redacc ón, los cuadros estadisticos si fue¡en necesarlos. la contribución clentíflca de la misma,
las conclusiones, las recomendacjones y la btbllograf¡a ulilizada,
lrabaio de invest qación y otras consideraciones que estimen

DR. BON GEhN¡ILCAR I\,1EJiA
JEFE DE A UNIDAD ASESÓRIA TESIS

cc.Unidad de Tesis
BAMO/iyr.
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Doctot Bon¿tge Attilcar Veiía Orellotto ::\ L; /:' .1J:-...---t a;
J¿Je de ta I ni.tad de Atesoría l¿ f¿sis l' ll - | 

I

Fácultad d¿ Ciencias Jurílicas J'sociale\ 'y, I 0 2 ocl 20U i
lLniversidad de San Carlos de Guatemola N l:a. ,a_ , ,- _ j ,,-

¡NIDAD oE AsEioRrA DE 'É:"
Doctor Mqiía )rellan

'j
De confbrmidad con el nomb¡amiento emitido dc 1'ccha siere dernovicnrbre del año dos

mjl once. asesoré la tesis de la bachilier Gladys lllizabeth Ramírez Agustin quien se identifica
con el camé estudiantil 200515548 y elaboró el trabaio de lesis iítrt|u]ado: "IMPoRTANCU DEL
PROCEDIMTENTO MONITOREO REALIZADO ANTE EL JAEZ DE GARANTíA APL/CABLE A
FALTAS QUE ?:IENEN COMO CONSONANCIA UNA MULTA", maíifestándolc lo siguiente:

2.

L El desa¡rollo de la tesis es ampiio y determina claramente ia importancia de analizar
juridicamente el p¡ocedimiento especial de aplicación gencral en los casos que existan

faitas en las cuales el fiscal solicita la imposición de u¡a sanción de multa.

I-a bachiller al llevar a cabo el desarrollo de los capitulos de su tesis, utilizó diversos
métodos y téc¡icas de investigación. los cuales pcrmitieron su desarrollo en base a

doctrina actualizada y legislación vigcntc. Para ello se emplearon: método histórico. el

cual cs determinanfe en establecer las ventajas del procedimiento monitoreo; mébdo
comparativo, con el cual se logra la determinación de mecanismos jurídicos de

¡elevancia; y el analitico. para informar a 1a población guatemalteca las calidades deliuez
de garantía en la legislación procesal penal. [,as técnicas empleadas fueron las de fichas
bibliográficas. encuesta. y entrevista. sicndo la-s mismas de utilidad para recolectar
ordenadamente la bibliograña nacional y así lograr desarrollar el trabajo dc tesis

adec uadanente.

La ponente redactó su trabajo de tesis siguiendo ios ljneamientos establecidos y en base a
todas las indicaciones sugeridas. siendo el informc final de im¡rrtancia y de útil consulta
para la bibliografia guatcnaltcca. l.a introducción, cuerpo del trabajo de tesis. redacción,
recomendaciones y bibiiografia son acordes. valederas y se ajustan pefectamente al fítülo
de la misma.

8a. avenida 20-22 zona I ofic¡na 4 primer nivel Edificio Castañeda Molina
Tel 57096727



Lic<l<t. Corctliu. Curtnil¡.u Contrerss Flotes
Abogada A Notsri(I

Doctot Bonetge Atnilctr Mejla Orelkrna
Señor Jefe de lu Unido,d de Asesorí<t de Tesis
Uniuersi<Lqd de Sttn Canlos de Guaterrutüt
Fqcultad de üencias Juríilicas g Sociales

Señor Jefe <le la Uni<ktrl de Asesoriq de Tesis:

Guatetnela o8 de febrero del año zot3

IAL9L rAU 0E CIENC|¡ S
JURIDTCAS V SOCTALFS

Atenta A respenrcsamente me dírijo a usted, con el objeto de rendírle ínfonne según
notnbrsmiento de reur'sora c .su drgno cargo deJécha diecísiete de ocfiIbre del año dos ntil
doce, en relac:ión o la tesis de Io bachiller Glailys Elízabeth Ratnírez Agustín para su
gratluaciórt pxfesional, Is cuel se iúítula: 'Importanci(t del procedimiento
monito¡eo reeiizado onte el juez de gtrantía o.plicoble a fsltas que tienen
cotno cortsono¡¡.cio u¡r.l¡ multa'.

a) La temótíca abordada en el presente tobajo de tes¡'s reu¿s¿e ú1o gt'(rn importancío
para el derecho proc:esc penul cle la sociedad guaternaltecn, ya que señokr 9 analíza
jurídíca u (logmóticomente el ptocedimiento monítoreo lleuado et cabo Inediante los
jueces de garontía,

b) Durante l(r el(rbor(rcíón de lc fesi.s, Ia alumnu denostró empeño, interés, serieda<l t1

uno rigurosidacl cíettírtca nrcdíante lcr utíIizctción de los Ítétodos y técnicas de
inuesügacíón cíentíficos acordes y necesatios pata sr traóo;b de tesis, habiendo sído
tttílizado el tnétodo descríptiLro, ltistóríco y deductíuo; y la técnica de Jiclrus
bibliográficas.

c) Tambíén, durante todo eI contenido de lc te.sis lct bttchiller tuvo el cuidatlo de
redactorla con un uocabulario propio de un trobojo de este rúuel, hacíendo uso y
con.sultnndo prirn ese extretno los dícc)onarios ju'ídicos necesririos, y asist¡€ndo a 1o.5

bibliotecas del país a hacer las consultas necesc¡'ias.

cl) Considero ntull ínteresonte el trabajo de ¿esis, .siendo los objetíuos que señala
pun¡ua¿es y acordes con la reulíclq(l rle lcr socíedu(l guaternalteca, lJ de í(luel rttnno
httlicó que la lúpótesis planteada cornprueba la necesídad de der a co¡tocer eI
procedimiento aplicabLe a l(rsfaltas qtrc ttenen como consonancíet una ¡ntL|ta.

Bouleusrd Sur t-o21 zons 4 de Mixco Residencisles El Pedregal del Nc.ra4jo
TeL z47742zo



Liñn Coralia Catmina Cont¡etas ñares
Abogadn A Notaría

e) Hago mmrüjn de que Ia intmrLwrión mdryn\ cantn'\dl. ronclusianes rercmendat¿ones, U

bibl¿1grafta uli.L¡zadn se adaptan l)effedanente {rl tnna, d( /.0. tesís u de que se lleDar1n a caba

Ils u)r. eccí.ones sugeridus a la sustmtante durante la ru-tsión de la mismo, l! Qur la rcalizd

aTrde a La indirado.

¡f,tin1 we el trabaj| (lt tesis reune [0s r.qusif?s reglanmtarins del ArtíatLa 32 d¿L

.\'\matir7 pom la Elab1rat:tdn de Tesis de knctnrtatum en Cim(ia,s ,lurílir(Lt y Sactnles y rlel

Emmen General Publico, ll 'plr la tl,nta ptrpde ser nlotenn de disrutión en eL Ex(lmln hiblirl de

Te-sg pretio a oyiar al grudo wad¿imtuo d,e LimÍiadn ü, Onrins ,luridiru g Sodales li m tat
smtido em¿to dixtamen fauamble.

Sin \tru pafti(ular, aprun;echa la 7p7ftunidad pam suscr¡birme rcn muesttas de mi
rcnsid eradón ll rcsl) eta.

DvF.rySnWnAmms

fl,,.,.l
ucitjci,lt^

co¡alia cqrnlno Clrtlr¿tas ¡lore¡
¡aOCAD¿ Y IYOT¡-RII

I:itd/" Comlia Camina
Abogada u

Colegiada 5656

Reuisom d¿ Tesis

Bouluarul Sur 1-025 zom 1 d¿ Mimo Residercial$ f,:l Pedrcgal d¿l l¡aranjl
Tel: 24374220
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INTRODUCCIÓN

El proced¡m¡ento simplificado como lo es el proced¡miento monitoreo, reviste gran

importancia dentro del ordenam¡ento procesal penál guatemalteco, debido a que

es una valiosa herramientá tendiente a la obtención de una respuesta

particularizada en relación a los del¡tos de menor entidad y de las faltas.

Por ello, se t¡enen que establecer reglas particulares que resulten aplicables a los

hechos constitutivos de simples del¡tos en que el Min¡ster¡o Público requiera la

imposición de una pena que no exceda de pres¡dio o reclusión menor en su grado

mínimo, y tratándose del procedim¡ento s¡mplificado, como as¡mismo respecto de

aquellas faltas en que se sol¡citare solamente pena de multa, en lo atinente al

procedim¡ento monitoreo.

Los objetivos dieron a conocer, que las faltas o contravenciones en derecho penal,

consisten en conductas ant¡jurídicas que ponen en peligro algún bien jurídico, pero

tomándolos en consideración como de menor gravedad y por ende, no se tip¡fican

como delitos sino que como faltas.

La hipótesis formulada, comprobó que el procedim¡ento mon¡toreo dentro del

esquema procesal penal gualemalteco es constitut¡vo de un procedimiento

espec¡al, pero es de aplicación general en el caso de las faltas, en las cuales el

fiscal lleva a cabo la solicitud solamente de la impos¡ción de una multa, a pesar

de que la falta puede tener asignada.

(i)



una sanción de multa y de forma conjunta

Consecuentemente, ¡o importante es que el fiscal, en el caso respectivo solicite de

forma exclusiva solamente una sanción pecuniaria.

La tes¡s fue divid¡da en cuatro capitulos: el primero, señala el derecho procesal penal,

definición, ob.letivo, contenido, características y sistemas procesales; el segundo

capitulo, enumera los princip¡os procesales; el tercer capitulo, muestra las garantias

procesales, y el cuarto capítulo, analiza la importancia del procedim¡ento mon¡toreo

real¡zado ante el iuez de garantía aplicable a faltas que tienen como consonancia una

multa. Las técnicas ut¡lizadas para desarrollar la tesis fueron la documental y fichas

bibliográficas, con las cuales se recolectó la informac¡ón doctrinar¡a y juríd¡ca

relacionada con el tema ¡nvestigado.

Debido a ello, la gravedad de una falta es menor a la de un del¡to, y las penas que se

imponen por las m¡smas son menos graves que las de los delitos, y se intenta con ello

evitar las penas privativas de libertad a favor de otras, con las penas pecun¡arias

¡mpuestas por eljuez de garantia.

( ii )



CAPíTULO I

1. Derecho procesal penel

El sistema penal, del cual el derecho procesal penal es un sub-sistema, consiste en el

conjunto de normas y de instituc¡ones mediante las cuales, el Estado ejerce su facullad

de ¡nvestigar y sancionar las conductas que lesionan gravemente el orden estab¡ecido.

Por ende, una de las principales finalidades del control penal consiste en la tutela de los

b¡enes juridicos prioritarios, para la convivencia social

A pesar, de que la sociedad desarrolla mecanismos de control soc¡al formal e informal,

s¡empre se producen conductas que constiluyen la violación o amenaza de bienes

jurídicos proteg¡dos por el derecho penal.

Pero, ocurrido un hecho con apar¡enc¡a delictiva, la aplicación de la norma penal

sustantiva no es automática, deb¡do a que el derecho penal mater¡al no se realiza por sí

mismo, s¡endo la resolución del confl¡cto el ¡nstrumento mediante el cual se desarrolla el

proceso, y el derecho procesal penales el medio de realizac¡ón delderecho penal

El del¡to es una conducta que, en térm¡nos generales, lesiona el interés de la soc¡edad,

y la resolución del conflicto que genera no puede quedar en manos de las partes

involucradas, debido a que es el Estado elencargado delejercicio del poder punit¡vo
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El Estado monopoliza el ejerc¡c¡o del poder punitivo, pero se encuentra obligado a iá<girl

generación de mecanismos, que al mismo t¡empo de salvaguardar el derecho de¡

Estado a sancionar, aseguren también el derecho del ¡ndividuo a ser sometido a un

proceso con todas las garantías. Precisamente, cuando una de las funciones del

derecho proc€sal penal, es servir de lím¡te al poder penal.

El proceso penal, tiene como misión el ejercicio de la tutela capaz de min¡mizar la

violencia y de maximizar la libertad, asi como de crear un s¡stema de vinculos

impuestos a la potestad punitiva del Estado, en garantía de los dereehos de los

c¡udadanos.

"La man¡festación del poder del Estado tiene tres momentos: un primer momento, en el

que se determinan los actos que la ley considera que tienen que reprim¡rse; un segundo

momento, en que luego de cometida la conducta tip¡ficada en la ley penal, se

desarrollan los actos tendientes a su investigación y juzgamiento; y un telcer momento,

el de la ejecución de la sanción impuesta".l

Es clara la trascendental importancia que tiene el derecho procesal penal dentro de un

Estado de derecho como el guatemalteco, en relación a las normas que lo conforman,

debido a que la certeza de que los servidores las cumplirán se encontrarán sirviendo

como canal para la real¡zación del derecho.

1 Bé¡ragán Sañatierra, Carlos. Derecho procesal penal. Pá9. 36.



La Constituc¡ón Política de la República, consagra normas que son apl¡cables

proced¡miento, med¡ante el derecho de petición que regula.

Es decir, que para la solución de los conflictos con la administrac¡ón, se tiene un

conjunto de reglas, principios y valores, bien se trate de confl¡ctos de legal¡dad, de

responsab¡l¡dad, o de ejecución entre sujetos privados y entidades estatales, o entre

estas entre si, sin desconocer que en los proced¡mientos, tiene que obs€rvarse el

deb¡do proceso que, tiene una consagrac¡ón constitucional y que ha sido elevado al

rango de derecho fundamental por la doctrina guatemalteca.

"En el derecho procesal penal, existe un conjunto de normas jurídicas que regulan el

proceso desde su in¡cio hasta su finalizac¡ón. Tiene el objetivo de investigar, identificar

y sanc¡onar las conductas que const¡tuyen del¡tos, evaluando para el efecto las

c¡rcunstancias particulares de cada caso concreto".?

En definitiva, Ia disciplina juríd¡ca en estudio es la c¡enc¡a que se encarga de orjentar y

disciplinar el amplio campo de la jurisdicción y de la competenc¡a de los jueces; del

e.ierc¡c¡o de la acción; de las pruebas que puedan ¡ntroducirse en el proceso para

comprobar la existenc¡a del delito y de la responsabilidad del infractori así como del

proceso que debe segu¡rse para hacer efectiva la pretens¡ón pun¡tiva que busca

alcanzar el Estado; y la forma como deben ejecutarse las penas impuestas a los

infractores-

'tuio. eag. ao
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Se encarga de tutelar el bien jurídico protegido, y establece Ios hechos que la

considera como delitos, al determ¡nar la sanción que tiene que ser impuesta a

autores del delito. Además, garantiza el orden social.

El Estado guatemalteco con fundamento en la jurisdicción que otorga a los jueces' t¡ene

la facultad de privar de libertad a un sentenciado y por intermedio del Ministerio Público'

señala los lugares en donde el reo tiene que cumplir la sentenc¡a respectiva

Regula la apl¡cación de las leyes de fondo o derecho sustancial, y en el m¡smo existe un

conjunto de normas que se encargan de la regulación del proceso, desde el inicio hasta

el f¡n. Tiene la función de ¡nvestigar, identificar, y sanc¡onar las conductas que

constituyen delitos, evaluando para el efecto las circunstancias particulares de cada

caso concreto.

1.1- Definición

Se def¡ne así: "El derecho procesal penal, es el conjunto de normas que regulan Ia

act¡v¡dad jurisd¡cc¡onal del Estado, para la aplicación de las normas sustantivas".3

El derecho procesal penal: "Es la d¡sciplina jurídica, encargada de proveer

conocimientos teóricos, práct¡cos y técnicos necesarios, para comprender y aplicar

los

Ias

3 
Carnelutti, Francisco. Derecho procosal penal. Pág. 33
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procesales penales destinadas a regular el ¡nicio, desarroll" Xgar-/
proceso penal".a

Se le def¡ne de la sigu¡ente forma: "El derecho procesal penal, es una disciplina jur¡dica

especial cuyo objeto de estudio cons¡ste en la sistematización, exposic¡ón, análisis y

crítica de una serie de actos .iurídicos, realizados por ios sujetos procesales" 5

Se def¡ne así: "El derecho procesal penal, es el derecho penal mater¡al que establece

los eiementos de la acción pun¡ble y amenaza con las consecuencjas jurídicas que

están conectadas a la comisión del hecho".6

Otra def¡n¡ción de derecho procesal penal es la siguiente: "Es el coniunto de normas,

que regulan cualquier proceso de carácter penal. desde su inicio hasta su fin: la

actividad de los jueces y la ley de fondo en la sentencia. Tiene como función investigar,

¡dentif¡car y sancionar en caso de que as¡ sea requerido, las conductas que constituyen

delitos, evaluando las circunstancias particulares en cada caso .7

1.2. Objetivo

El objet¡vo el derecho procesal penal, consiste en esclarecer el hecho denunciado,

previa actuación de las pruebas. Su objeto es obtener, mediante la ¡ntervención de un

4 tbrd. P-ag- 67 - -' Péte7 Pal/r!'a Ralael
u ¡u¡¿. p¿q. eo.

' tbid. Pág. so

Guía de derecho procegal penal. Pá9. 79



juez, la declarac¡ón de una certeza positiva o negativa de la pretensión pun¡tiva

Estado, quien la ejerce a través e la acc¡ón del Min¡sterio Públ¡co.

El objeto del mismo, es determinar mediante la intervenc¡ón de un juez, y la declaración

de una certeza jurídica posit¡va o negat¡va de la pretens¡ón punit¡va del Estado, qu¡en la

ejerce a través de la acción del Min¡sterio Público.

El proceso, puede f¡nalizar antes de la sentencia, por ello se tiene que hablar de

resoluc¡ón y no de sentencia. Lo que se busca, es la determ¡nación de si se cometió o

no el delito, se trata de encontrar una certeza pos¡tiva o negativa. Si se comprueba la

ex¡stencia del delito, aparecerán las consecuenc¡as jurídicas y la sanción respectiva

para el infractor.

"La f¡nalidad del derecho procesal penal, se orienta a la comprobación o desv¡rtuación

de la ex¡stencia de un del¡to, siempre que la acción penal no haya prescrito. De esa

forma, ocurre el esclarecimiento o determinación de la responsabilidad penal del

procesado, condenándolo o absolviéndolo de la acusación, y archivando el proceso

cuando no se pruebe su responsabilidad durante la investigación".8

Contenido

El derecho procesal penal comprende:

a Silva Silva, Jorge Alberto. Derccho procesal penal. Pág. 29



a) Normas orgánicas.

b) Presupuestos y efectos de la tutela jurisdiccional.

c) Normas que regulan el ejercicio de la función jurisdiccional.

1.4. Características

Las características delderecho procesal penal son las siguientes:

a) Public¡dad: es en relación al carácter público, debido a la participación del Estado

mediante el poder judicial y jurisdicc¡onal.

Busca, la normat¡v¡dad de la act¡vidad jurisdiccional del Estado para el

mantenimiento de la convivencia social, resolviendo los conflictos derivados del

delito. Es público, porque med¡ante el derecho procesal penal el Estado ejercita

su poder coercitivo.

El carácter públ¡co del derecho procesal hace que sus normas sean imperat¡vas,

y que no exista la posibilidad de que el ¡nterés privado de las partes sea

predominante, para la determinación del proced¡miento.
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b) lnstrumentalidad: no se trata de un derecho finalista en si mismo, sino de uñ.<ag;)/

instrumento del cual se vale el Estado, para la aplicación del derecho sustancial.

Es constitutivo de un medio de actuación del derecho penal sustantivo, en el cual

el derecho procesal penal carece de sentido por si mismo si no se pone en

relac¡ón con una situación de necesidad, y de protección jurídica invocada por las

partes lit¡gantes, para alcanzar la efectividad de los derechos reclamados

La finalidad del derecho procesal penal, no se agota en ser un instrumento del

derecho penal, debido a que otorga una v¡s¡ón reduccionista y procedimental¡sta

de esta disciplina, dejando de lado el análisis de la influencia de la norma

procesal en la determ¡nación de la coerc¡ón penal. La disciplina juridica en

estudio, consiste en una he¡ramienta que sirve para soluc¡onar los confl¡ctos de

diferentes maneras, de conformidad con las valorac¡ones dominantes de una

sociedad determ¡nada y en una época defin¡da.

El derecho procesal penal, no se tiene que considerar solamente como un medio,

deb¡do a que cuenta con una finalidad jurídica autént¡ca, que consiste en

garant¡zar la realizac¡ón delorden jurídico.

c) Un¡dad: se encarga de la regulac¡ón de las conductas a las personas que

¡ntervienen en el proceso, como lo son el imputado o procesado, el Min¡sterio
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Público, la defensa y el mismo juez.

procesal.

Autonomía: desde el punto de vista

autónoma del derecho, en donde la

una mejor comprensión y análisis.

Todos t¡enen, que respetar el d

c¡entífico y práctico, consiste en una rama

división es únicamente para los efectos de

or¡ginalmente, el derecho procesal penal era tomando en cons¡derac¡ón como un

derecho subordinado al derecho sustant¡vo, y en la actualidad se le toma en

cuenta como una rama ¡ndependiente del derecho sustantivo.

El derecho procesal penal es una d¡sciplina autónoma, ya que posee un objetivo

de conocim¡ento propio, tiene ¡nstituciones propias, se apoya en principios

también propios, y se encamina a f¡nes especificos.

S¡stemas procesales

"El derecho procesal penal, tiene un carácter pr¡mordial como estudio de una justa e

imparc¡al adm¡nistración de justic¡a, debido a que cuenta con un contenido técnico

jurídico, donde se determ¡nan las reglas para poder llegar a la verdad discut¡da y así

dictar un derecho justamente'.e

e Zamora Pierce Jesús. Garantía€ y procgso penal. Pág 90



Consiste en el campo que hay que séguir, y es un

carácter técnico. Garantiza, además la defensa contra

contra el mismo Estado.

las demás personas, e inclusive

El sistema procesal penal acusator¡o es antagón¡co al sistema ¡nqu¡s¡tivo, debido a que

toda persona tiene el derecho a un juicio prev¡o, oral, públ¡co y contradictor¡o, en el que

las partes intervienen en el proceso con iguales posibilidades de ejercer las facultades y

los derechos previstos constitucionalmente.

Los sistemas procesales son los siguientes:

Sistema acusatorio: a continuación, se dan a conocer las característ¡cas del

mismo.

El proceso se pone en marcha cuando un part¡cular formula la acusación, y el

juez en este sistema no procede de ofic¡o, sino a instanc¡a de Ia parte agrav¡ada.

La acusación privada es determinante del ámbito de la acción penal.

El juez no investiga de of¡cio, y la probanza se circunscribe a las pruebas de

cargo y descargo ofrecidas por las partes.

a)

t0



encuentra imped¡do de condenar a persona distinta a la s¡ndicada.

- El proceso se lleva a cabo en base al princ¡pio de contradicc¡ón e igualdad entre

las partes.

- El acusado durante el proceso se mant¡ene siempre en libertad.

b) Sistema ¡nquisitivo: a continuación, se dan a conocer las características del

mismo.

- El proceso penal se ¡nicia de oficio por parte deljuez.

- El juez, es quien determina de forma objetiva el hecho punible y subjetivamente

qu¡en o qu¡énes deberán procesar.

- La investigación y la actuación de las pruebas las lleva a cabo el acusador.

- El juez presume de la facultad de alterar la acusac¡ón en cualquier estado de la

causa.

- No existe contradicción, ni tampoco se observa de foma r¡gulosa el pr¡nc¡pio de

igualdad.

tl



c) Sistema mixto: a continuación,
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se dan a conoce las características del mismo. \"rqiZ

La jurisdicc¡ón penal es ejercida por los tribunales, en primer momento como

procedenc¡a popular y después, reemplazados o conjugados con jueces

profesionales en un m¡smo tribunal.

La persecución penal se encuentra en manos del M¡nisterio Público

El imputado goza de derechos en el in dubio pro reo y ello le favorece para que el

Estado sea el que tenga la carga de la prueba y mientras tanto el imputado es

considerado inocente.

Et proceso tiene dos fases y comienza con la fase preparator¡a o de instrucción, y

le sigue el juicio o procedimiento principal, cuyo eje central es el debate y la

inmediación entre tribunaly acusado, habiendo entre ellas una etapa intermed¡a.

La libre convicción o sana cr¡tica al momento de la valorac¡ón de las pruebas.

1.6. Relación con otras disc¡pl¡nas jurídicas

Al tratar el derecho en general, en cuanto a las relaciones humanas y sus

interdependencias en e¡ devenir de su actuación lógicamente el derecho procesal penal

va a tener que necesitar el soporte de otras c¡encias, para efect¡vamente poder cumplir

l2



con su objeto. El derecho procesal penal, no puede ser ajeno a tener que

otras c¡enc¡as que le van a ser de ut¡l¡dad en la toma de dec¡siones

adoptarse.
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jud¡ciales a

El derecho procesal penal, como discipl¡na autónoma tiene su fundamento en la

Constituc¡ón Pol¡t¡ca y es de utilidad para la realizac¡ón de sus f¡nes y a la vez forma

parte del s¡stema juríd¡co y con el resto de las disc¡plinas juridicas mantiene una

relac¡ón de ¡mportancia.

a) Derecho constitucional: el derecho procesal penal, cuenta con una relación

estrecha con e¡ derecho const¡tucional y la doctrina, explicando cada una de las

inst¡tuciones vinculantes, como los principios que rige el derecho procesal penal,

para Io cuai se encuentra debidamente desarrollado en la normativa juridica.

b) Derecho penal: con relación a la expl¡cación dada anter¡ormente, existe una

indudable relac¡ón entre la Constitución, el derecho penal y el derecho procesal

penal.

Ello, debido a que la ley penal determina los delitos que tienen importancia penal

y señala las sanciones que tienen que imponerse, pero ello no puede ser

cumplido de forma inmediata a través de la materialización de la infracción penal,

sino que necesita de un procedimiento para ello.

13
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En ese sentido, se d¡stinguen tres etapas deljus puniendo; determinación ¿e la\*r-/

conducta considerada punible med¡ante la sanc¡ón de la ley; determinación de la

existenc¡a del delito y apl¡cación de la ley al caso concreto por los órganos

jur¡sd¡cc¡onales; y determinación sobre la eiecución de Ia condena, que en

algunos casos es correspondiente a la autoridad jur¡sdiccional o a las autoridades

administrativas, mediante la ley de ejecuc¡ón penal.

"La ley penal no puede apticarse sin recurrir a los medios y garantías que rodean

ai proceso penal, vale decir que para señalar que existe delito t¡ene que haberse

dado y desarrollado la investigación previa".r0

La relación entre el derecho procesal penal y penal es bien estrecha, no

solamente en la imposición de sanc¡ones. sino en cada etapa del desarrollo de la

invest¡gac¡ón det proceso, por la misma neces¡dad del sistema, a través del uso

de los medios de defensa técnica, como sucede con la excepción de la

naturaleza de la acción.

Con relación a las normas probatorias en el campo penal le da un valor de

importanc¡a y la sentencia penal crea un estado de derecho en el condenado

En el campo penal existen los delitos que eslán exceptuados y que requ¡eren

querella de parle, es decir de una acción penal pr¡vada, y en el resto de delitos la

'o tbid. Pág 1og
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acción penal es pública, y no procede la transacc¡ón n¡ el desistimiento, ya que\:-!-tl

prevalece el interés públ¡co sobre las partes.

c) Con el derecho civil y procesal civil: el derecho procesal penal tiene relación con

el derecho civil, en relacjón a las inst¡tuc¡ones que directa o indirectamente son

mencionadas en Ia ley penal, en relación al estado c¡vil de las personas, la fam¡lia,

los grados de parentesco, la patria potestad, los bienes patrimoniales, las

personas jurídicas y los actos jurid¡cos.

Pero, se tiene que señalar que existe mayor y más cercana relación con el

derecho procesal civil, debido a que ambas pertenecen al derecho públ¡co

interno.

Lo anotado, porque la in¡ciación de un proceso da lugar a relaciones jurídicas en

las cuales tiene intervenc¡ón el Estado, no como un sencillo sujeto de derechos

que pertenece también a los part¡culares, s¡no como titular de la soberan¡a.

Existen inst¡tuciones comunes que cumplen un papel de importanc¡a como la

jurisdicción, la competencia, la formal¡dad de los actos procesales, los recursos

impugnatorios, pero se puede claramente obse¡var que ex¡ste mayor influenc¡a

civ¡l en lo penal.

t5



--l-::-
/.i.";'t"':":ll':"'

ii;ue'::i
\"r . ¡'¡./

La acción civil der¡vada del delito t¡ene características propias del orden civil v l.\U'l

corresponde demandar al ¡nteresado, cabe el des¡stim¡ento y transacción y puede

reservarse para ejercitarle en vía ordinar¡a.

En camb¡o, en la vía penal la ejerce de oficio y eljuez infractor la promueve al

Ministerio Públ¡co, sin perjuicio alguno de que denuncie el agraviado y en la

forma accesoria que eljuzgador persigue para la reparación deldaño.

d) Con el derecho internacional: tiene vinculación con el derecho ¡nternacional

público, debido a la ex¡stencia de Tratados lnternacionales en mater¡a de

derechos humanos y normas que rigen Ia extradiciÓn

De esa forma, se faculta el juzgam¡ento de quienes delinquen en el exterior o

cuando se trate de extraniero que fuera del territorio sea culpable del delito,

contra la seguridad del Estado.

e) Relación con otras ciencias sociales; el derecho plocesal penalt¡ene relación con

otras ciencias sociales, debido a que el eje central es el indiv¡duo que se

encuentra sometido a un proceso.

La aplicac¡ón del Código Penal, lleva implícito el conocim¡ento y apreciación de

diversas cienc¡as soc¡ales como la criminología, cr¡minalística' ps¡cología y

psiqu¡atr¡a.

l6



que señala las medidas de seguridad, lo hace con fundamento y apoyo necesar¡o

de las c¡encias auxiliares.

t7



l8



CAPiTULO II

2. Principiosprocesales

"Los pr¡ncipios generales del derecho procesal penal, son considerados como los

puntos jur¡d¡cos más discut¡dos, debido a que se consideran como tales los axiomas o

máx¡mas jurídicas recopiladas de las antiguas comp¡lac¡ones, o sea las reglas del

derecho".l1

Son los d¡ctados de la razón admitidos por el leg¡slador como fundamento inmediato de

sus disposiciones, en los cuales se halla contenido su capital pensam¡ento en relación

con las normas generales de derecho, como sinónimo de derecho cientifico, como

expresión concreta del derecho natural, que son reglas universales en cuanto a que la

razón especulativa se sirve para encontrar soluciones particulares justas y equ¡tat¡vas

Es fundamental el análisis de los principios básicos de un proceso penal, mediante su

configuración en un proceso penal con tendencia acusatoria. Esto, a la vez, constituye

un princ¡pio esencial de la judicatura, buscando Ia ¡ndependencia e ¡mparc¡al¡dad, que

se ¡emarca cuando se prohibe la existencia de iuzgados y tribunales especiales.

consecuencia, la Constitución Politica presenta y desarrolla una estructura básica

proceso penal, establec¡endo garantías como el derecho de defensa, la presunc¡ón

' Herrandez Pl.ego. JLlro Albefto Programa de derecho ptocesal penal. Pá9. 26

En

del
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de inocenc¡a, la publicidad del proceso, la fundamentación de las resoluciones judicialelk:':'-:Z

hasta el derecho de recurrir al fallo.

2.1. Princ¡pioacusatorio

Para explicar la estructura del proceso penal, es necesario hacerlo a parlir del análisis

de los artículos 203 y 251 de Ia Constitución Política; s¡endo ese anál¡s¡s el que perm¡te

la determ¡nac¡ón de la existencia en el pais de un proceso penalde t¡po acusatorio.

El Articulo 203 de la Constituc¡ón Polít¡ca de la República de Guatémala regula:

"lndependencia del Organ¡smo Judic¡al y potestad de juzgar. La justicia se ¡mparte de

conform¡dad con la Constitución y las leyes de la República. Corresponde a los

tribunales de justicia la potestad de juzgar y promover la ejecución de lo juzgado. Los

otros organ¡smos del Estado deberán prestar a los tribunales el auxilio que requieran

para el cumplim¡ento de sus resoluciones.

Los magistrados y jueces son independ¡entes en el ejercicio de sus funciones y

únicamente están sujetos a la Constitución de la República y a las leyes. A quienes

atentaren contra la independencia por el Cód¡go Penal, se les inhabilitará para ejercer

cualquier cargo público.

La func¡ón jurisdiccional se ejerce, con exclusividad absoluta, por la CoÍte Suprema de

Just¡c¡a y por los demás tribunales que la ley establezca.

Ninguna otra autoridad podrá intervenir en la administración de iusticia".

20
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El Articulo 251 de la Constitución Política de la República de Guatemala regula: '\,*:')/

Min¡slerio Público es una ¡nstitución auxiliar de la admin¡stración pública y de los

tribunales con funciones autónomas, cuyos fines pr¡ncipales son velar por el estricto

cumplimiento de las leyes del pafs. Su organ¡zación y func¡onamiento se regirá por su

ley orgánica.

El Jefe del M¡nister¡o Público será el Fiscal General de la República y le corresponde el

ejercic¡o de la acción penal pública. Deberá ser abogado colegiado y tener las mismas

calidades que los magistrados de la Corte Suprema de Just¡cia y será nombrado por el

Pres¡dente de la Repúbl¡ca de una nóm¡na de seis candidatos propuesta por una

comisión de postulación, integrada por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia,

quien la preside, los Decanos de las Facultades de Derecho o de C¡encias Juridicas y

Sociales de las universidades del país, el Presidente de la Junta Directiva del Coleg¡o

de Abogados y Notarios de Guatemala y el Presidente del Tr¡bunal de Honor de dicho

Colegio.

Para la elecc¡ón de candidatos se requ¡ere del voto de por lo menos las dos terceras

partes de los miembros de la Comisión.

En lás votaciones, tanto para ¡ntegrar la Comisión de Postulación como la integración

de la nómina de cand¡datos, no se aceptará ninguna representación.

El F¡scal General de la Nac¡ón durará cuatro años en el eiercicio de sus funciones y

tendrá las mismas preeminenc¡as e inmunidades que los magistrados de la Corte

Suprema de Justic¡a. El Presidente de la República podrá removerlo por causa

justifi cada, debidamente establecida".

21
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Aunque está claro, que no se trata de un sistema acusatorio en sentido estricto: peb\t1'¡r-')/

por razón de la absoluta separación de funciones de los órganos jurisdicc¡onales y del

Ministerio Público, que son los órganos básicos dentro del proceso penal, se genera

esta conclusión pr¡ma facie.

En consecuencia, lo que es evidente es que const¡luc¡onalmenle las funciones básicas

del proceso penal se encuentran div¡d¡das:

a) Al Min¡sterio Públ¡co le corresponde el ejercicio de la acción penal públ¡ca, se

apoya de un auxiliar en la ¡nvestigac¡ón crim¡nal como que es la Policía Nacional

Civ¡1.

b) Al acusado y su abogado defensor les corresponde eiercer el derecho de

defensa y resistir la persecución penal y en todo caso velar por el cumplimiento

del debido proceso legal.

c) Al juez o al tribunal Ie corresponde juzgar y ejecutar lo juzgado. Este último,

actúa como órgano supraparte, y debe resolver conforme la acción y pretens¡ón

ejercitada con absoluta independencia e imparcialidad.

"A partir de la existencia de la separac¡ón de funciones, desde el punto de vista

constituc¡onal, se garanliza la no ¡ntromisión del órgano jur¡sdiccional en tareas prop¡as
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de investigación y de persecuc¡ón penal y en consecuenc¡a se reafirma y se garantizák'19:'/

su independencia e imparcialidad".l2

Tomando esto como punto de partida, la separación de funciones básicas dentro del

proceso penal garantiza la independencia e imparcialidad del juez al juzgar' Esto

signiflcaría, que toda norma ordinaria que regule funciones para el juez o tribunal

relativas a la persecución penal o a la investigación de del¡tos, resultaria inconstitucional;

no obstante esta sencilla conclusión, resulta que dentro del proceso penal existen

muchísimos casos en que al iuez se le asignan funciones de persecución penal o de

investigación; por supuesto muchos jueces se abstienen de utilizar estas facultades

puesto que están conscientes de que no pasan por elf¡ltro constitucional.

El Artículo 82 del Cód¡go Procesal Penal, en su parte final establece la facultad deljuez

o del tribunal que preside la primera declaración, a interrogar al sindicado. Tanto el

interrogatorio como el contrainterrogatorio son parte del contradictorio, ya que éste debe

ser exclus¡vo para las partes. Al juez no le corresponde intervenir; su participación

puede comprometer su ¡mparcialidad. Al final. es quien debe tomar una decisión

respecto al procesamiento y eventualmente sobre la medida cautelar; esto conforme al

requerim¡ento del órgano de persecución penal.

Ei Artículo 181 del código Procesal Penal, establece que es función del Min¡sterio

Púbt¡co y de ¡os tribunales, procurar por sí, la averiguación de la verdad mediante

" lbid.Pág.77
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medios de prueba permit¡dos. claramente, puede verse que se confunden oe nuevo ta\¡':/

funciones. Al juez o tribunal, no Ie corresponde la función de la aver¡guac¡ón de la

verdad; está es exclusiva del Ministerio Públ¡co.

Una s¡tuación parecida, en el sentido que se confunden los roles asignados, está

regulada en el Artículo 351 del Código Procesal Penal, en el cual se establece que se

puede ordenar de oficio, la rec€pción de pruebas pertinente

El Art¡culo 364 del Código PÍocesal Penal se refiere a la facultad del para ordenar de

ofc¡o la incorporación, por lectura de medios de prueba durante eldebate.

El Artículo 370 del Código Procesal Penal faculta a los miembros del tribunal a

interrogar al acusado y de of¡c¡o ordenar la lectura de las declaraciones prestadas

anteriormente. En el pr¡mer párrafo del Articulo 378 del Código Procesal Penal, se

establece la facultad para el presidente y miembros del tribunal para inteffogar a peritos

y testigos, con elfin de conocer circunstancias de importancia para eljuicio

Et Articulo 381 del Código Procesal Penal de oficio permite la recepción de nuevos

medios de prueba durante el debate; elArtículo 384 del Código Procesal Penal permite,

luego de la discusión de las partes y cerrado el debate, ordenar la reapertura del m¡mo

para recibir nuevas pruebas o ampl¡ar las ya ¡ncorporadas.
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Uno de los problemas fundamentales en cuanto a la confusión de roles, es la existencÑ':rtjl

aún de jueces de paz que tramitan casos al ¡gual que lo hacían según el Código

Procesal Penal anterior. Ahora, ellos tienen competencia para conocer de delitos contra

la seguridad deltráns¡to, y aquel¡os cuya pena pr¡ncipal cons¡ste en multa y faltas.

Aunque parec¡era que es poco o ¡ntrascendente lo que hace eljuez de paz, resulta que

existen muchas personas que cumplen penas de arresto en muchas de las cárceles del

país, por rázón de una sentenc¡a emit¡da por un juez de paz o sin embargo, todas estas

sentencias son inconst¡tuc¡onales de acuerdo a la existencia de la separac¡ón de

funciones; esto no solamente porque se tramitan de manera inquisitiva, por la

concentración de roles en eljuez de paz, s¡no porque normalmente se fundamentan en

la aceptación del hecho por parte del sindicado.

Toda persona inculpada de delito tiene derecho a ciertas garantias, incluyendo el

derecho irrenunciable a ser asist¡do por un defensor proporcionado por el Estado,

renumerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por si

mismo n¡ nombrare defensor dentro del plazo establecido en la ley.

La denom¡nación de la conducta por la cual se detiene a una persona, ya sea

contravención falta o infracción, no tlene relevancia a los efectos de la aplicac¡ón de las

garantías. Debido, a la gran importancia que t¡ene el derecho a Ia libertad personal, se

considera que las garantías procesales reconocidas para aquellas personas privadas de
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su libertad por haber cometido un delito, son tamb¡én aplicables a las

detenidas en virtud de fa¡tas. contravenciones o infracc¡ones.

El fám¡te del procedimiento de faltas, no solamente atenta contra la división de

funciones entre la acusación y el iuzgamiento, ya que perm¡te condenar con la

confes¡ón del acusado. Además, no garantiza el derecho de defensa por medio de

abogado, puesto que, s¡ bien es cierto, se perm¡te la presencia de abogado defensor, el

trámite no ex¡ge que éste deba necesariamente estar presente, de tal cuenta que se

sigue prescind¡endo de éste, no obstante es garantía irrenunc¡able deldeb¡do proceso.

La faita de presencia de fiscales del Ministerio Público en casi la totalidad de municipios

del país, hace que la ley ordinaria encomiende funciones de ¡nvestigación y de

persecución penal a los jueces de paz, de tal cuenta que les corresponde procesar una

escena del crimen, cuando en primer lugar no están capacitados para esto; en segundo

lugar, no cuentan con el equipo técnico cientifico que se requ¡ere para ta¡ efecto, con lo

cual se t¡ene una def¡c¡ente investigac¡ón en los momentos más importantes de la

invest¡gac¡ón del delito. Esta es una atribución especifica que establecen los alticulos

44 inciso a), 195, 304, 308, 318, y 552 bis ¡nciso d) del Código Procesal Penal.

En cuanto a la em¡sión del auto de procesamiento, originalmente en el Código Procesal

Penal, en el Artículo 320 se establecia que el auto de procesamiento deberia em¡tirse

por el juez controlador de la ¡nvestigación, y esta norma aplicándola literalmente,

perm¡tia a muchos.iueces emitir auto de procesamiento de of¡c¡o o sea, emitirlo aunque
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e¡ Minister¡o Públ¡co no lo hubiere requerido. El auto de procesamiento, es un acto ¿)<:t+'/

persecución penal que solamente puede hacerse mediante el órgano de persecución y

no cuando su petic¡ón es diferente, esto en ningún momento afecta la imparcialidad e

¡ndependenc¡a del juez, lo que si puede hacer éste es rechazar el requerimiento cuando

no este debidamente fundado y en consecuencia resolverlo permitiendo un auto de falla

de mér¡to.

Pero resolverlo de oficio, sin requerim¡ento del fiscal, es confundir su rol y afectar su

independencia e imparcialidad. Esta s¡tuac¡ón, se quiso corregir mediante una

modificac¡ón, en la cual se agregó el requerimiento del fiscal, esto con el claro objet¡vo

de hacer esta norma congruente con las normas constitucionales que regulan la

separación de funciones. Pero, se presentó una inconstitucionalidad general en contra

de dicha norma, hab¡endo s¡do declarada con lugar, quedando la norma como

anteriormente eslaba.

La Constitución Política ún¡camente se refiere a la garantía de independenc¡a interna y

la externa. La primera, se refiere a una independenc¡a func¡onal en donde los jueces y

mag¡strados son independ¡entes en el ejercic¡o de sus funciones, nadie puede dec¡rles

qué hacer o cómo resolver en los casos concretos que conozcan y la segunda, se

refiere a la no intervencjón de ningún otro organismo del Estado en las funciones

propias que desanolla e¡ Organismo Judicial.
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En cuanto a la ¡mparcialidad, ésta garantía no está expresa en la Constituc¡ón pol¡tica')t:L:-)/

sin embargo sí está implícita cuando se dice que en ejercicio de sus funciones,

únicamente están sujetos a la Constitución de la República y a las leyes.

2.2. Principios de ¡ndepéndencia e imparcial¡dad

En el ejercicio de la función jur¡sdiccional, los jueces y magistrados son ¡ndependientes,

resotverán los asuntos que conozcan con absoluta imparcialidad y están sujetos

únicamente a la Const¡tución Politica de la República, a las leyes y a los conven¡os

¡nternacionales ratificados por Guatemala.

Desarrollar la función judicial con absoluta imparcialidad, es una obl¡gación ¡nternacional

y es una garantia básica en todo sistema de adm¡nistrac¡ón de justic¡a

Toda persona t¡ene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo

razonable, por un juez o tr¡bunal competente, ¡ndependiente e imparcial

La imparcial¡dad tiene aspectos tanto subjetivos como objetivos, a saber;

a) Eltr¡bunal debe carecer de una manera subjetiva de prejuic¡o personal

b) Debe ser imparc¡al desde un punto de vista objetivo. es decir, debe ofrecer

garantias suficientes para que no haya duda legítima al respecto Baio el análisis
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objetivo, se debe determinar si, aparte del comportamiento personal

jueces, hay hechos averiguables que podrán suscitar dudas respecto de su

imparcialidad. En este sentido, hasta las apar¡encias podrán tener c¡erta

¡mportancia. Lo que está en juego, es la confianza que deben inspirar los

tribunales a los ciudadanos en una soc¡edad democrática y, sobre todo, en las

partes del caso.

"El derecho a ser.iuzgado por un juez o tribunal imparc¡al, es una garantía fundamental

del debido proceso, es dec¡r, se debe garantizar que eljuez o tribunal en el ejerc¡cio de

su función como juzgador cuente con la mayor objetiv¡dad para enfrentar elju¡cio. Esto

permite a su vez, que los tribunales inspiren la confianza necesaria a las partes en el

caso, asi como a los ciudadanos en una soc¡edad democrática".1s

La garantía de ser independiente e imparcial, obliga a la absoluta separación de

funciones dentro del proceso penal. Es una garantia esencial dentro de una sociedad

democrát¡ca, de tal cuenta que cualquier juez o magistrado debe inspirar total

imparc¡alidad.

Para evitar afectar este principio en la Ley de¡ Organ¡smo Judicial, se establecen

causas de impedimentos y causales de excusas para iueces y magistrados, todos

buscando su falta de vinculación al caso a alguna de las personas en el conflicto. No se

quiere ni la más mínima relación a efecto de que el juez sea totalmente ¡mparc¡al al

13 Arila 8as Ferñañdo. El proceso penal. Pág. 88.
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recusaciones, siendo las mismas causales de imped¡mento y excusa, pefo estos casos,

mediante una acc¡ón de parte interesada.

No obstanle las causas existentes, se tendrian que agregar nuevas causas, puesto que

es ev¡dente que en muchos casos prev¡stos por el Código Procesal Penal, el juez

compromete su imparcialidad al decidir algunos asuntos.

Uno de los casos en que el juez debiera apartarse de conocerlo, es cuando rechaza

una petición de clausura provis¡onal o sobreseimiento requerido por el Ministerio Públ¡co

conforme al Ariiculo 345 quáter del Código Procesal Penal y ordena que el f¡scal

formule acusac¡ón, puesto que es evidente que no obstante el flscal manifieste que no

existe fundamento serio para requerir fundadamente la apertura delju¡cio, eljuez extrae

todo lo contrar¡o de la ¡nvestigacjón practicada y de los alegatos de las partes, el juez,

entonces, em¡te una opin¡ón al rechazar la petición de clausura provisional o de

sobrese¡miento; por lo tanto al presentarse nuevo requerimiento debe de apartarse de

conocerlo.

Le corresponde a otro juez, conocer de nuevo la etapa intermedia, debido a que ello es

lo que garantiza de manera absolula la ¡mparcial¡dad en eljuez, el derecho de defensa

y un deb¡do proceso legal.
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Ello, establece alguna problemática sobre imparcialidad e independencia de los jue

y mag¡strados; esto solámente al respecto de la separación de funciones según el

modelo constilucional, y de conformidad con la manera en que estos principios sean

desarollados en la legislación ordinaria.

Por otra parte, el Artículo 25'1 de la Constitución Política establece autonomía funcional

para el M¡nislerio Públ¡co y su función principal es el estricto cumpl¡miento de la ¡ey, la

autonomia funcional ¡mplica independencia en el ejercicio de sus funciones, lo que

también garantiza su objet¡v¡dad en la investigac¡ón y en el ejercicio de la persecución

penal, de tal cuenta que las leyes ord¡narias deben desarrollar sus funciones en el

mismo sent¡do, no permitiendo ninguna interferencia de otros órganos del Estado.

Ningún organismo del Estado, n¡ siquiera el Presidente de la República puede impart¡rle

¡nstrucc¡ones sobre la manera en que este ente desarrollar su func¡ón, la cual es

autónoma conforme a la Const¡tución y la ley.

2.3. Pr¡nc¡pio del debido proceso

El derecho a un debido proceso penal es sumamente amplio, puesto que abarca

exactamente la totalidad del mismo, desde que existe un acto introductorio hasta la

totalidad de ejecuc¡ón de la sentenc¡a condenator¡a si fuera el caso, y aún trámites

posteriores como cancelac¡ón de antecedentes pena¡es y rehabilitación, etc. El debido

proceso se ¡ntegra por un conjunto de derechos, todos ¡ntimamente ligados y
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complementarios, cuya observancia absoluta implica la consideración de

realizado fue justo.

La norma constitucional relativa al debido proceso, tiene ampl¡a aplicación y no

solamente sirve en mater¡a jud¡cial, sino que funciona en otros ámb¡tos como dentro de

la administración pública, en donde también se exige el cumplimiento de un debido

proceso legal. Prev¡amente a entrar a realizar alguna consideración respecto a este

derecho, es sumamente importante señalar que el derecho procesal es el conjunto de

normas juridicas que disc¡plinan Ia actividad jurisdiccional del Estado.

"El derecho procesal pertenece a la categoría del derecho público, no tanto porque sus

normas estén defendiendo intereses de naturaleza pública, como por el hecho de que

sus normas de derecho procesal fundamentalmente van dirigidas a regular la actuación

de los órganos jurisdiccionales, que son órganos del Estado".la

Al ser el derecho procesal el conjunto de normas que regulan los requisitos y efectos

del proceso, no solamente hay que incluir las que se denominan normas

proced¡mentales o normas estrictamente reguladoras del proceso, sino también las que

se denominan orgánicas, en razón a que regulan la creación de los órganos judiciales,

así como la actividad y coordenadas dentro de las cuales actuarán los m¡smos.

'o tb¡d. Pág 99
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El debido proceso legal. lo const¡tuyen normas de carácier procesal que deben

por el f¡ltro constitucional y principalmente son normas que deben ser cumplidas

órgano jurisdiccional, aunque algunas veces éstas se refieren a la actividad

partes o de terceros que intervienen dentro del proceso.

El Cód¡go Procesal Penal regula que nadie podrá ser condenado o sometido a medida

de seguridad y correcc¡ón, sino conforme a las d¡sposiciones del Cód¡go y a las normas

de la Constituc¡ón Polit¡ca con obseryancia estr¡cta de las garantías prev¡stas para las

personas y de las facultades y derechos del imputado o acusado.

El Artículo 16 de la Ley del Organismo Jud¡cial regula: "Debido Proceso. Es inviolable

la defensa de la persona y de sus derechos. Ninguno puede ser juzgado por com¡sión

o por tribunales especiales. Nadie podrá ser condenado n¡ privado de sus derechos sin

haber sido c¡tado, oído y vencido en proceso legal seguido ante juez o tribunal

competente y preestablec¡do, en el que se observen las formalidades y garant¡as

esenc¡ales del mismo; y tampoco podrá ser afectado temporalmente en sus derechos,

s¡no en virtud de proced¡miento que reúna los mismos requ¡sitos".

Se desarrolla el debido proceso como un derecho para el acusado, pero este derecho

corresponde a la víct¡ma que tiene derecho a un debido proceso, que sign¡ficaría en

este caso especialmente el derecho a una investigación inmediata de los hechos, asi

como a una efectiva persecuc¡ón penal para que se sancione a los vict¡marios.
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Por referirse el deb¡do proceso a la totalidad de los actos procesales que se realizan\'11pl

dentro de é1, es necesario entrar en consideración de la neces¡dad de que éste se

resuelva dentro del plazo legal previsto, aunque al respecto, de manela específica no

se regula const¡tucionalmente; éste es un derecho inherente a la persona humana por

v¡a del Articulo 44 de la Constitución Polít¡ca; además se encuentra implícito en los

articulos 28 y 29 de la misma que se refieren a que toda persona tiene el derecho de

dirigir pet¡c¡ones a la autoridad y se encuentra obligada a tramitarlas y resolverlas

conforme a la ley y cuando se establece que toda persona t¡ene libre acceso a los

tr¡bunales para ejercer sus acciones y hacer valer sus derechos conforme a la ley, para

tal efecto, la ley establece plazos para resolver las peticiones y para que éstas sean

notif¡cadas; no obstante, dentro del Código Procesal Penal se establece de alguna

manera el derecho a tram¡tar el derecho dentro de un plazo razonable, en primer lugar

en relac¡ón al tema de la detenc¡ón, Iuego en cuanlo al plazo de la investigación dentro

del proceso ord¡nario, el cual, a partir del auto de procesamiento, establece un plazo

máximo para que éste concluya. Si existe un plazo máximo, se t¡ene que entender que

la durac¡ón de la etapa preparator¡a no debe ser la total¡dad del plazo prev¡sto sino debe

ser un plazo ¡azonable, o sea el necesario para completar la investigación que, por

supuesto, en casos sin mayor complejidad, un mes, o aún menos, puede ser suficjenle.

Se tienen términos perentorios específicos, para que el proceso se pueda desarro¡lar

dentro de un plazo razonable; en el caso de la prisión preventiva también está regulado

el derecho al plazo razonable cuando se establece la cesac¡ón del encarcelamiento. EI
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plazo razonable se fija en un año, sin embargo, la existencia de plazos legales, que soh{:¡1;)/

parte del debido proceso, peÍo en realidad, en la práct¡ca, no se cumple

Vale la pena, enlonces, incorporar al proceso penal el llamado derecho a ser juzgado

en un plazo razonable o en el derecho a deducir acciones y que éstas sean resueltas

déntro de un plazo razonable.

Las garant¡as judiciales consagran los l¡neam¡entos del llamado deb¡do proceso legal o

derecho de defensa procesal, que consisten en el derecho de toda persona a ser oida

con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal

competente independ¡entemente e imparc¡al, establec¡do con anter¡oridad por la ley, en

la sustanciac¡ón de cualquier acusac¡Ón penal formulada en su contra o para la

determinación de los derechos de carácter civ¡1, laboral, fiscal u olro cualquiera.

La pront¡tud de las penas es mas útil, porque cuando menos sea el t¡empo que medie

entre el crimen y la pena, tanto más fuerte y más duladera será en el án¡mo del hombre

la asociación de estas dos ideas, delito y pena; al punto de que insensiblemente se

consideran la una como la causa y la otra como efecto necesario e indefectible

2.4. Pr¡ncipio del derecho a ser ¡uzgado por un iuez natural

Este derecho se encuentra establec¡do en el artículo 13 de la Constituc¡ón Politica de la

Repúbl¡ca, se vincula al pr¡ncipio de legalidad penal, el cual se ref¡ere al derecho que
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tiene una persona a ser juzgado únicamente por juez o tribunal competenté\:":l'

preestablecido legalmente. Esta garantía de ser juzgado ante juez natural, o sea ante

un juez existente antes de la causa, impide la asignación de un juez ad hoc para la

solución del caso, pues si esto ocurriera, se estaria poniendo en dilema la existencia de

independencia e imparcialidad del juzgador.

De tal cuenta, que la garant¡a del juez natural, busca cumplir con el principio

legal¡dad penal y con la ¡ndependencia e imparcialidad como función esenc¡al

órgano jurisdicc¡onal, todo lo cual es parte de un debido proceso.

El derecho a ser juzgado por un juez natural, implica la creación y asignación de

competenc¡as jurisdiccionales conforme a la ley; en el caso del proceso penal, las

materias se han ido expand¡endo puesto que dentro del Código Procesal Penal se

encuentran otras materias especial¡zadas, entre ellas, juzgado de Narcoactividad y

Juzgados de delitos contra el ambiente y, para conocer del juicio oral y públ¡co en estos

casos, Tribunales de Sentenc¡a de las mismas materias.

Esta d¡vis¡ón especializada se encuentra prevista en la ley desde la vigencia del actual

Código Procesal Penal: sin embargo por razones de no tener el Organ¡smo Jud¡cial

presupuesto para ¡mplementarlos actualmente se tienen reunidas todas las

competencias, de tal cuenta que los casos se tram¡tan ante Juzgados de Primera

lnstancia Penal, Narcoactividad y de Del¡tos Contra el Ambiente. Esto viene el caso,

puesto que el derecho a ser juzgado por un juez natural, existente antes de la causa,

de

de
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puesto que de ¡o contrario, con la mod¡ficac¡ón de la competencia poster¡ormente al

hecho, también es posible asignar casos a jueces ad hoc; esto es lo que espec¡almente

protege la Const¡tuc¡ón Política. Ninguna persona puede ser juzgada por Tr¡bunales

especiales o secretos, ni proced¡m¡entos que no eslén previamente establecidos.

Cualquier d¡stribución de competencia que se aleje del Código Procesal Penal vendría a

ser un juzgado o Tribunal espec¡al prohib¡do por nuestra Constitución. Precisamente

esta norma que prohíbe Tr¡bunales especiales o secretos, busca ev¡tar la existencia de

juzgados y tribunales como los creados en el año de 1,982 denominados de Fuero

Especial que evidentemente contrarían el principio deljuez natural.

lncluso, los denom¡nados juzgados o Tribunales denominados de alto impacto, creados

en el año 2,000 fueron disueltos en el año 2006. Estos, por no corresponder a la

d¡stribuc¡ón de competencia y espec¡alizac¡ón prevista en la ley y por haber sido

creados con posterior¡dad a los hechos que debía conocer, Íesultaban

¡nconstitucionales en violación del principio de juez natural, además de que fueron

creados mediante acuerdo que implicaba otro tipo de conflictos con la norma

constitucional.

2.5. Principio del derecho de defensa

Este derecho se encuentra prev¡sto en el Artículo 12 de ¡a Const¡tución Polit¡ca de la

Repúbl¡ca, el derecho de defensa constituye un pilar básico del proceso penal, no existe
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Constituc¡ón polit¡ca señale que la defensa de la persona y sus derechos son ¡nv¡olables.

Este derecho, desde el punto de vista de la defensa técnica es una garantía

irrenunciable, puesto que en todo caso el juez ésta obligado a que se garantice. Si no

puede pagar el sindicado un abogado defensor de su conflanza, El Estado debe

proveer uno y para ello se encuentra el lnstituto de la Defensa Públ¡ca Penal.

"El derecho de defensa se divide en dos, la defensa material, que la real¡za el propio

sind¡cado si es que desea hacerlo, en las oportun¡dades y en cualquiera de las fases

del proceso, pudiendo ¡ntervenir autónomamente y por otra parte ¡a defensa técn¡ca,

que es la que realiza su abogado defensor".l5

Al respecto, el Cód¡go Procesal Penal establece que los derechos que la Constitución le

otorga a¡ ¡mputado pueden hacerlos valer por med¡o de su defensor, desde el primer

acto del procedimiento dirigido en su contra hasta su f¡nalización.

Se entiende por primer acto del proced¡miento, cualquier ¡nd¡cac¡ón que señale a una

persona como pos¡ble autor de un hecho punible o de partic¡par en é1, ante alguna de

las autoridades de la persecuc¡ón penal.

15 Quintaña Valtierra, Jesús. Manual do procsdimiéntos penales. Pág 109
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Si el sindicado estuv¡ere privado de su libertad, toda autoridad que intervenga

procedimiento velará para que conozca, inmediatamente, los derechos que las

fundamentales dei Estado le conceden.

En el mismo sent¡do, se regula en el Artículo 8 de la Const¡tuc¡ón Pol¡tica de la

República el derecho del detenido al abogado defensor en sede polic¡al

Por otra parte, en la ley se tiene claro que existen dos suietos procesales' y que ambos

conforman el derecho de defensa. Tanto el imputado como su defensor pueden

ind¡st¡ntamente pedir, proponer o ¡nterven¡r en el proceso, sin limitac¡ón, en la forma que

la ley señala.

El derecho de defensa es tan importante dentro del proceso penal, que ha sido el

parámetro para establecer y der¡var de él una serie de princip¡os procesales aplicables

dentro del proceso penal.

ElArtículo 12 de la Const¡tución Política de la República, establece que la defensa de la

persona y sus derechos son inviolables, al mismo tiempo refiere la normativa en

relación al debido proceso, esto cuando ind¡ca que nadie podrá ser condenado, ni

privado de sus derechos, sin haber sido citado, oído y vencido en proceso lega¡ ante

juez o tribunal competente y preestablecido.
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De la redacción de la noma, se interpreta que el derecho de Ia defensa es

importante que forma parte esenc¡al del debido proceso legal.

2.6. Pr¡ncip¡o de presunc¡ón de inocencia

Este derecho se encuentra comprendido en el Articulo 14 de la Constitución Polit¡ca y

puede verse actualmente como una conqu¡sta de la defensa de los derechos humanos

fundamentales, el cual establece con clar¡dad que se presume inocente a una persona

sujeta a proceso penal, mientras no se le haya declarado culpable en sentencia

debidamente ejecutoriada.

Esta presunción, obviamente constituye una ficción iuridica, puesto que solamente le

confiere un estado jurídico, lo que no s¡gníf¡ca que la persona sujeta a proceso penal en

verdad sea inocente, puesto que s¡ esta s¡endo procesada está ocur¡endo todo lo

contrario; existe en su contra sospecha razonable que justifica la invest¡gación y

persecución penal, o al menos se cons¡dera sospechosa de participar en el del¡to.

"En el devenir histórico, se encuentra incorporada la garantia de presunción de

¡nocencia a todas las consl¡tuc¡ones nacionales y convenciones sobré derechos

humanos, pero esto no siempre fue asi, en los sistemas inquisitivos sucedía todo lo

contrario, el acusado legalmente se presumia culpable. sin embargo se le daba

oportunidad para probar su inocencia".16

16 Bonecase, Julián Elementos de detecho c¡vil- Pág. 26.
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De tal cuenta, que al comprenderla en su verdadero sentido, debe tenerse claro quX:.""r)/

aún cuando una persona se le haya condenado, mientras el fallo no este firme aún

técnicamente se tiene que señalar que aún ostenta su estado jurídico de inocencia,

porque dicha garantía no decae en el transcurso del proceso mientras éste avanza

S¡mplemente será culpable hasta, que se tenga una sentencia condenatoria firme,

entendiéndose por firmeza la descr¡pc¡ón legal que al respecto se encuentra prevista en

la Ley del organ¡smo Jud¡cial.

De este principio, surgen obl¡gaciones para los órganos de investigación y persecuc¡ón

penal, Policía Nacional civ¡l y Ministerio Público, en todo caso para los órganos

jur¡sdiccionales de efectivamente tratar como inocente a una persona que se encuentre

sujeta a proceso penal.

Por lo que se entiende, que aún cuando el Ministerio Público tiene la obligac¡ón de

intimarle, de acusarlo ante el juez correspond¡ente y poner en crisis su estado iuridico

de inocente. debe observar en todo momento un trato adecuado y su condición, tal

como está previsto en su ley orgán¡ca.

Por ello, con mayor razón le corresponde esta obl¡gación al juez que debe mantener en

todo momento la plena v¡genc¡a de los derechos que al acusado le asisten, puesto que

esto garantiza su total imparcialidad.
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De este princ¡pio, derivan otros como su necesaria consecuenc¡a, siendo los siguientes\"¿)'

a) Exclusión de la carga de la prueba: el primer beneficio que como consecuenc¡a

deriva del derecho a la presunción de inocencia, es crear una presunción legal

iuris tantum, que actúa en su favor y por lo tanto le excluye del deber de acred¡tar

o probar su inocencia. La carga de la prueba, entonces se traslada a quien

acusa. Le corresponde al Ministerio Públ¡co como órgano de persecución penal

probar la culpab¡l¡dad.

Sin embargo, tal presunc¡ón legal a su favor, admite prueba en contrar¡o. que

efectivamente es uno de los obietivos esenc¡ales del proceso penal. Probar que

existe delito y participac¡ón del procesado en el delito es la función esencial del

órgano de persecución penal. En la medida que éste no logra llevar certeza al

juez, la presunción de inocencia se mantiene inconclusa, pues por falta de

certeza pos¡tiva no seria posible imponerse una pena.

b) Favor libertatis: otra de las consecuencias de la presunción de inocencia es la

ut¡l¡zación de la menor coerción posible en contra del imputado, puesto que

presumiéndose inocente, debe tratársele como tal. Esto impl¡ca, que toda

medida cautelar tendiente a garantizar el resultado del juicio debe apl¡carse

únicamente de manera excepcional, cuando sea sumamente ¡mprescindible para

garant¡zar la efect¡vidad del juicio.
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La ut¡lización de la coerción personal antes de la ex¡stencia de la sentencra firmbQ'¡1¡-'-)/

de culpabilidad, afecta la presunción de inocencia, la cual se agrava cuando ésta

se exceda más allá de un plazo razonable, de manela que las medidas

cautelares que impliquen restricc¡ón a la libertad personal. Deben ser utilizadas

de conformidad a los princ¡pios de proporcionalidad, racionalidad, y

excepcionalidad.

El Artículo 12 de la Constitución Polilica, también regula que nadie podrá ser

condenado n¡ privado de sus derechos, sin haber sido c¡tado, oído y vencido ante

juez o tribunal competente y preestablecido.

Privar al sind¡cado al derecho a la libertad personal antes deljuicio como medida

cautelar es usar la detención o en su caso la prisión preventiva; en el caso de la

detenc¡ón procede ún¡camente de manera excepcional, porque privar de

derechos antes de la existencia de la sentencia firme vulnera el debido proceso,

En el caso de la pris¡ón preventiva, esta debiera apl¡carse también de manera

excepcional. En el Artículo 13 de la Const¡tución Politica de la República, se

regulan y se fijan los presupuestos legales para su aplicación.

2.7. Princ¡pio favor re¡ o indub¡o pro reo

Este derecho, tamb¡én surge en consecuencia del principio de presunción de inocenc¡a,

de tal forma que para emitir una sentencia de condena, el Ministerio Púb¡ico debe llevar

.1i
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aljuez a la plena conv¡cción de la exjstencia del del¡to y de ia culpabilidad del acusadS\11:'/

Esto significa, que el órgano jurisdiccional debe tener certeza sobre el hecho y sobre la

part¡cipación del acusado en eldelito, para que la sentencia sea absolutoria.

Se puede dar el caso de certeza sobre Ia existencia del delito, pero solamente

probabilidad de participasión del acusado en el hecho, este estado ¡ntelectivo no es

suficiente para imponer la pena. Una probabilidad pos¡tiva de participación, ¡mplica

también una probabilidad negativa, y si ¡legó el momento de dictar sentencia solo se

tiene esta probabilidad posit¡va, entonces genera una duda razonable a su favor y

conforme al princ¡pio de presunc¡ón de ¡nocencia, en caso de duda, se debe favorecer

al acusado.

Está es Ia solución jurid¡ca, para resolver el caso cuando no se ha llegado al punto de

convicción denom¡nado certeza que es lo ún¡co que leg¡tima la imposición de una pena.

El Artículo 14 del Cód¡go Procesal Penal, en su parte flnal expresamente establece que

la duda favorece ai imputado.

2.8. Princ¡pio de public¡dad del proceso

El segundo párrafo del Artículo 14 de la Constitución Política establece el derecho a la

publ¡c¡dad de proceso y claramente ¡ndica que el deten¡do, el M¡nisterio Púbiico y los

abogados de los interesados tienen el derecho a conocer personalmente en forma

,14



verbal y por escrito de todas las actuaciones, documentos y d¡ligencias penales, siÑi,t::ri

reserva alguna y en forma inmed¡ata.

Esta publicidad es la que en doctrina se denomina publicidad lnterna, e intrapartes

puesto que se refiere ún¡camente a las partes o prop¡amente a los interesados dentro

de un proceso, no así para ajenos o efraños al m¡smo. Según se establece

constitucionalmente, el acceso es absoluto e ilimitado. Pero, por otra parte se tiene que

la publicidad externa del proceso, se refiere a la necesidad de que no solamente las

partes se enteren, sino de que la prop¡a sociedad pueda conocer la manera en que se

resuelven los asuntos por los órganos oficiales del Estado.

Esta part¡c¡pación social, se ha visto como parte de un sistema democrático de gob¡erno,

en donde se le permite a los ciudadanos en general verif¡car el cumpl¡miento de la ley.

El pueblo se constituye en juez de jueces. T¡ene el objeto claro de transparentar la

función de los órganos que interv¡enen en la justicia.

"Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por

un tribunal competente, independiente e imparcial. en la sustanc¡ac¡ón de cualquier

acusación de carácter penal formulada contra ella o para la deteminación de sus

derechos u obl¡gac¡ones de carácter civi¡."17

" ttia. eag to+
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La prensa y e¡ públ¡co podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios poX+:.:'>./

cons¡deraciones a la moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad

democrática, o cuando lo exija el ¡nterés de la vida privada de las partes o, en Ia medida

estr¡ctamente necesaria en op¡nión del tribunal, cuando por c¡rcunstancias especiales

del asunto la publ¡cidad pudiera perjudicar los intereses de la justic¡a; pero toda

sentencia de materia penal o contenc¡oso será pública, excepto en los casos en que el

interés de de menores de edad exija Io contrario.

Esta ex¡gencia de la publicidad externa, se encuentra desarrollada dentro del proceso

penal actual, al exig¡r la publicidad delju¡c¡o oral o debate, sin embargo también existen

excepciones a Ia publicidad.

Un tema interesante regulado en este cuerpo normativo, es el de la intervención de la

prensa, y da entender implícitamente que la prensa tiene pleno acceso a los ju¡cios

orales y públicos. Esto es una garantía de mayor publicidad y d¡vulgación de la

información por d¡versos medios, por Io que favorece el pr¡ncipio de publ¡c¡dad del

proceso. Además, es congruente con el derecho de acceso a las fuentes de

informac¡ón previsto en el qu¡nto párralo delArticulo 35 de la Constiluc¡ón Política de la

República.

Sin embargo, la publicidad se ref¡ere al juicio oral y públicoi en este momento la

investigac¡ón del caso ha concluido y el Ministerio Público ha formal¡zado acusación en

contra dél acusa. Le corresponde dentro del debate, destruú y poner en crisis eles{ádo

4ó
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el derecho o" o"r""o"r$.,-/juríd¡co de inocencia que protege al acusado, quien

públicamente.

Otra situación, lo constituyen los actos preparatorios del proceso penal, o sea la

invest¡gac¡ón que realiza el Ministerio Público, cuando aún se está en la fase de

determ¡nar la existencia del del¡to y la posible part¡c¡pación del acusado dentro del

mismo; puesto que en esta fase la publicidad externa puede causar periuicios a los

intereses de la justic¡a, al hacer revelaciones que permitan la fuga o ocultación de los

sospechosos, o la destrucc¡ón ó modif¡cación de medios probatorios.

EI Código Procesal Penal regula las excepciones a ¡a publ¡cidad, en el caso de

ado¡escentes en confl¡cto con la ley penal, estos casos totalmente se real¡zan a puerta

cerrada; la publ¡cidad externa esta limitada, precisamente para proteger al adolescente

en su intim¡dad, honra, dignidad y presunción de inocencia.

2.9. Princ¡pio del derecho al silenc¡o o prohibie¡ón de auto ¡ncrim¡nac¡ón

Este derecho de no autoincriminarse, se encuentra previsto en el Articulo 16 de la

Constilución Política de la República, es un derecho que se const¡tuye en garantía para

toda persona sujeta a proceso penal para guardar s¡lencio si ese es su deseo. porque

también t¡ene el derecho de ejercer su defensa mater¡al y manifestarse para ser oido, si

tamb¡én asi lo considera.

17
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El acusado es quien debe decidir y para ello hay que preguntarle y explicarle "\,:.:>/
derecho- Esta norma establece que en proceso penal, ninguna persona puede ser

obligada a declarar contra sí misma, ni contra su conyugue o persona unida de hecho

legalmente, ni contra sus par¡entes dentro de los grados de ley. Tal como puede

establecerse, esta noma protege la intimidad de las personas y la cohesión famiiiar, la

m¡sma es ampliamente desarrollada en el Código Procesal Penal, cuando se

establecen excepciones a la obligación de declarar Cuando la habla de parientes

dentro de los grados de ley, se tiene que acudir a la ley especifica.

El Código Civil, Decreto Ley 106, establece que se reconoce el parentesco hasta el

cuarto grado de consanguin¡dad y hasta el segundo grado de af¡nidad. Esta regulac¡ón

const¡tucional es más amplia que la contenida en normas internac¡onales sobre

derechos humanos, Ias cuales solamente se refieren al acusado pero no la exl¡ende a

su familia.

Por otra parte, bajo la protección al mismo derecho y bajo el amparo de la norma

constitucional, también se establece en el Código Penal exenciones a la pena en los

delitos de encubr¡miento, proteg¡endo siempre la cohesión familiar

,18
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3. Garant¡as constituc¡onales del proceso penal

Son derechos constituc¡onales, que funcionan como garantías lim¡tantes de ¡a

aver¡guac¡ón de la verdad, respecto a la investigación de delitos. Parece contradictorio

s¡ al Estado le debe ¡nteresar la investigación y persecución penal de todo delito de

acción pública, porque en algunos casos puede preferir renunciar a la obtencjón de

¡nformación; sin embargo así se establece cuando se trata de resguardar otros valores

que se cons¡deran más importantes que el valor justicia, de esa cuenta establece límites

muchas veces infranqueables a la búsqueda de información.

Esta es una forma de equilibrio y ponderación de los valores que e{ Estado se ha

propuesto dar protección. Se fljan límites, pero en todo caso noson absolutos, sinoson

de aplicación relativa.

También, se provee ia inadmisibilidad de la prueba obtenida de manera ilegal en

vulneración a estas reglas, cuando se han excedido dichos límites en la búsqueda de la

información.

En cuanto al primero de éstos derechos, ya mencionado anteriormente, se trata del

derecho de no incriminación y no declarac¡ón contra sí mismo y parientes, lo cual está

conten¡do en el Arlículo 16 de la Const¡tución Politica de la Repúbl¡ca de Guatemala.

.19



investigar el delito y determinar qué paso: quién, como, cuándo, donde, porque, con

qué, con qu¡en. se tiene que acudir a ¡nformación externa, no se puede buscar en el

sindicado, aünque se tenga conocimiento que posiblemente es él quien debe saber

sobre lo que pasó.

Esta renunc¡a, a que el imputado sea órgano de prueba t¡ene fundamento en una

conquista de ios derechos humanos fundamentales, puesto que en Ia histor¡a de los

sistemas inqu¡sit¡vos, como suced¡ó en Guatemala, cuando se ¡ndagaba a un

sospechoso ¡mplicaba obtener y extraer toda la información posible, siendo válido,

incluso, apl¡car la tortura con ese fin.

De esa cuenta. se renuncia a este derecho, y solamente el acusado puede nlanifestarse

respecto al delito atribuido s¡ es su deseo hacerlo; de la m¡sma forma puede o no,

responder a las preguntas que se le hagan.

Como se indica, este derecho a ser o¡do, es precisamente para que tenga una vida para

ejercer su derecho de defensa mater¡al. Por otra parte, este derecho es más amplio

puesto que tamb¡én abarca al derecho de los par¡entes dentro de los grados de ley,

relalivos a guardar silencio.

Por supuesto éste es un derecho, y en ese sentido se les hace Ia advertenc¡a' pero

conociéndolo se puede decidir y en todo caso manifestar, si esa es su voluntad Se
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privilegia la cohes¡ón famil¡ar antes que la aver¡guación de las circunstancias de

comisión de un delito. Siendo así, constituye una limitante a la búsqueda

información.

3.1. lnv¡olab¡l¡dad de la v¡vienda

En cuanto al Articulo 23 que se refiere a la inviolabilidad de la vivienda, se establece

como pr¡nc¡p¡o esencial, que la vivienda es inviolable, sin embargo puede ¡ngresarse a

vivienda ajena sin permiso del propietario o de su mandatario pero con orden de juez,

regulándose que debe exist¡r un motivo para la diligencia y nunca debe hacerse antes

de las seis ni después de las diec¡ocho horas.

Se le considera derivado del derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona y

guarda relación con elvalor de seguridad, reconocidos po. la Constituc¡ón Politica de la

República.

A parte de ser un derecho directamente aplicable, está desarrollado por la legislación

ordinaria, part¡cularmente por la tutela jurÍd¡co penal. Según la disposición constitucional

delArticulo 23, para entrar a la morada ajena es necesario el permiso de qu¡én la habita

o la autorizac¡ón jud¡cial.

Efectivamente. como lo ref¡ere la jurisprudencia, la protección a este derecho t¡ene

¡mplicita la protecc¡ón a la int¡midad y dignidad de la persona, por lo que la intromisión

il



,iÍ?.¡...
,/-:'j- '..l
[r:i"r.'li

indeb¡da en el dom¡c¡l¡o, sin cumplir con los presupuestos legales, hace que el acto sea\41l

nulo, puesto a que si se vulneró un derecho constituc¡onal no puede ser utilizado para

fundar una decisión judicial.

Asi también, la prueba obten¡da en esta m¡sma circunstancia es inadmisible porque ha

sido obtenida ilícitamente.

La proteccjón a la v¡vienda s¡gue desarrollándose en el CPP, que establece:

El Articulo 190 del Código Procesal Penal, Decreto 51-92 del Congreso de la República

de Guatemala regula: 'Allanam¡ento en dependencia cerrada. Cuando el registro se

deba pract¡car en las dependencias cerradas de una morada o de una casa de negocio,

ó en recinto habitado, se requerirá la orden escrita del juez ante quien penda el

procedimiento o delpresidente si se tratare de un tribunal colegiado . "

No obstante se protege la intimidad y dignidad de las personas al establecer como

requ¡sitos la orden judicial para ¡ngresar a un domicilio.

Se tiene que tener presente que aún es pos¡ble ¡ngresar a un domicilio s¡n orden de

jllez competente, puesto que dentro de una ponderaciÓn de valores básicos

merecedores de protección, existen otros aún superiores que es preciso darles

protecc¡ón con prioridad, de tal cuenta que no existiendo orden de iuez, puede

¡nqresarse a domic¡lio cuando peligre la vida de una persona, su integridad, el

52
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patrimonio o para rcalizar el valor justicia. éste referido a la necesidad de evrtar las\.¡sil

consecuencias del delito, la investigación y persecuc¡ón penal de quien comete delito.

"La orden de allanamiento para la inspección o registro de una vivienda debe de ser

fundada; en principio debe tenerse muy presente que la regla general es que la v¡vienda

es inviolable, o sea que solamente excepc¡onalmenle puede invadirse dicho ámbito

merecedor de protección."18

Podrá ordenarse, siempre que ex¡sta información suficiente de la comisión de un delito,

como presupuesto inicial y a continuación debe existir información que razonablemente

ind¡que que en esa vivienda se encontrarán rastros, vestigios u objetos de delito, que

lleven a su averiguación o a determinar a sus participes o porque en ese lugar se

encuentra oculta una persona sujeta a proceso penalcon una orden de detención.

3.2. lnviolab¡l¡dad de la correspondenc¡a, documentos, libros y comun¡cac¡ones

telefón¡cas

En cuanto al derecho conten¡do en ei Arficulo 24 de la Const¡tución Política de la

República de Guatemala, referido a la inviolabil¡dad de la correspondencia, documentos

y libros, ocurre una situación muy parecida al de la v¡vienda, puesto que en principio Ia

correspondencia, documentos y libros de toda persona son ¡nv¡olables, pero tal derecho

13 colin sanché2, Guille¡mo. Derecho mericano de procedim¡entos penales. Pág 145
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competente y cumpliéndose con las formalidades lega¡es.

Estas formalidades legales, en el cáso de un proceso penal, tendrían que ser

necesariamente la existencia de un delito y la necesidad racional de la obtención de la

correspondencia, documentos o l¡bros para efectos de la averiguación del hecho o de

sus participes; pero también puede hacerse en el caso de existir otro tipo de obligación

legal por lo que puede ordenarse una incautac¡ón dentro de un proceso administrat¡vo

El segundo párrafo del Articulo en mención, ¡ndica que se garant¡za el secreto de la

conespondencia y de Ias comunicaciones telefón¡cas, cablegráficas y otros productos

de la tecnologia moderna.

Este párrafo resulta independiente del anter¡or, y el mismo se extrae la impos¡b¡lidad de

¡nterceptaciones telefónicas y a¡ respecto es de interés traer a cuenta que en el año

1996, se declaró inconstitucional parc¡almente el Articulo 203 y totalmente el Artículo

205 del actual Código Procesal Penal, el cual permitía el secuestro de correspondencia

en caso de flagrancia por orden del Ministerio Público y de las interceptaciones

telefónicas.

ElArticulo 203 se refiere a Ia interceptación y al secuestro de la correspondencia postal,

telegráfica y teletipográfica y los envios dirigidos al imputado o remitidos por él y

perm¡te que se ordene por eljuez y, en caso de flagrancia, por el Min¡sterio Públ¡co.
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Confrontando el Artículo en cuestión con el 24 de la Constitución de la Repúblic;S<l:'jr-il

resulta patente que es violator¡a de este último en relación a la parte que dice que en

caso de flagrancia, el Min¡sterio Público podrá expedir la orden, pero deberá proceder

según se ind¡ca para el caso de secuestro.

La correspondencia o envío no les será entregada a los ¡nteresados, sino al tribunal

competente. Al establecer la inviolabilidad de la correspondencia de los documentos y

libros, el Artículo 24 de la Constitución Politica preceptúa que solamente podrian

revisárse o incautarse en virtud de resolución firme dictada por juez competente y con

las formalidades legales.

En consecuencia, elArtículo 203 del Código Procesal Penal es inconstitucjonal al refer¡r

facultad de expedir la orden de secuestro en caso de flagrancia al Ministerio Público y

asi debe declararse.

El Articulo 205 se refiere al control y grabación de las comunicaciones te¡efónicas y

similares. Es inconst¡tuc¡onal, ya que contraviene el citado Artículo 24 de la

Const¡lución Política, que garantiza el secreto de las comunicaciones telefónicas,

radiofónicas y otros productos de la tecnologÍa moderna, sin excepción alguna.

Tal corno puede verse en los considerandos, para decretar la inconstituc¡onalidad del

Artículo 205 del Código Procesal Penal lo hace de manera burda, simplemente hace

una interpretac¡ón literal del texto s¡n n¡nguna mayor consideración y análisis.
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Sin embargo, este fallo actualmente hace incierta la normativa contra la

organizada que de nuevo legula eltema de ¡as interceptaciones telefón¡cas

3.3. Reg¡stro de personas y vehículos

Corresponde ahora hacer un anál¡s¡s relativo al Artículo 25 constitucional, en el cual se

establece: "Regist¡o de Personas y vehículos. El registro de las personas y de los

vehiculos soio podrá efectuarse por elementos de las fuerzas de seguridad cuando se

establezca causa justiflcada para ello. Para efecto. los elementos de las fuerzas de

seguridad deberán presentarse debidamente uniformados y pertenecer al mismo sexo

de los requisados, debiendo guardarse el respeto a la dign¡dad, intimidad y decoro de

las pefsonas".

En esta norma, Io que se protege es el derecho a la ¡ntimidad, además se busca evitar

todo abuso de autoridad; en pr¡mer lugar se ex¡ge la exlstencia de una causa justificada

Numerosas son las resoluciones judiciales que están de acuerdo con que solamente

podria ser utilizado este poder del Estado, cuando se trata de proteger bienes juridicos

de mayor entidad, tales como la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, puesto que la

causa justificada debe cons¡st¡r en un motivo de protección o para sa¡vaguardar un bien

jurid¡co más importante; la existencia de un delito de persecución del delincuente ha

sido considerada de igual manera como una causa justifcada.
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persecución del delincuente ha siCo considerada. de igual manera, causa iustificad¿

un bien jurídico no habrá causa justif¡cada.

"En tal caso, los miembros de Ia autoridad deben presentarse debidamente uniformados'

de hacerse una requisa personal se ex¡ge que quién la hace sea del mismo género del

requisado, en todo caso debe guardarse el respecto a la d¡gnidad int¡midad y decoro de

las personas."ls

Solamente para el caso de la retención de un vehiculo, se tiene que cons¡derar que

conforme al Ad¡culo 16 de la Constitución Política, toda persona tiene l¡bertad de

locomoción, es decir, t¡ene la libertad de transitar l¡bremente por el territorio nacional y

en consecuencia toda restricc¡ón a este derecho debe ser excepciona¡, de tal cuenta

que se necesita causa justificada. según se explicó anteriormente.

Pero, para el caso de realizar un reg¡stro de una persona, se liene que considerar que

en princ¡pio ésta es posible solamente medianté orden de juez competente, lo cual

¡mplica una garantía o control judicial, porque existe una necesidad razonable de

intervenc¡ón en un caso concreto.

'" mia. eag zo
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Fuera de estos casos, mienlras no exista una razón valedera refer¡da a la protecciÓn o'"<:::L./

para salvaguardar un bien jurídico más impo ante; la axistencia de un del¡to y la

persecuc¡ón del delincuente ha sido considerada, de igual manera, causa justificada.

Fuera de estos casos, m¡entras no exista una razón valedera referida a la protección de

un b¡en jurídico no habrá causa justificada.

"En tal caso, los m¡embros de la autoridad deben presenlarse debidamente uniformados,

de hacerse una requisa personal se exige que quién la hace sea del n]¡smo género del

requisado, en'todo caso debe guardarse el respecto a la dignidad intim¡dad y decoro de

las personas."le

Solamente para el caso de la retención de un vehiculo, se tiene que considerar que

conforme al Articulo 16 de la Constitución Política, toda persona tiene libertad de

locomoc¡ón, es decir, t¡ene la libertad de transitar libremente por el territoriú nacional y

en consecuencia toda restricción a este derecho debe ser excepc¡onal, de tal cuenta

que se necesita causa justificada, según se explicó anter¡ormente.

Pero, para el caso de real¡zar un registro de una persona, se tiene que considerar que

en principio ésta es posible solamente mediante orden de juez competente, lo cual

¡mpl¡ca una garantia o control jud¡c¡al, porque existe una necesidad razonable de

intervención en un caso concreto.

'" tbid. Pág. 26.
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De manera, que el registro de una persona según

Polit¡ca, es excepcional, puesto que de lo contrario,

hacerse con orden de juez competente.

11t€I¡:^1
l.t**-:*l

el Articuio 25 de la Constittic¡s¡t11;,"/

como se indicó solamente puede

S¡, para el caso de que el iuez lo ordene, ún¡camente puede hacerlo si existen motivos

suficientes para sospechar que se encontrarán vestig¡os del del¡to; en el caso de que

las fuerzas de seguridad deban hacerlo, sería solamente mediante las mismas causas,

puesto que esto es aplicar la analogía a favor del ciudadano, y se comprende que

entonces se actúa en base al principio periculum in mora. ante una necesidad inminente

y considerando que la obtención de la autorización judicial traería perjuicios para lograr

los fines de un proceso penal.

3.4. Oerecho de pet¡c¡ón

Este derecho se encuentra establecido en el Artículo 28 de la Constitución Politica de la

República y se refiere al derecho que tienen todas las personas de Guatema¡a de dirigir

indiv¡dual y colectivamente peticiones a Ia autoridad; se refiere a cualqu¡er tipo de

autoridad, sea del ejecutivo, legislativo y del Organ¡smo Judicia¡, especialmente este

últ¡mo es la autoridad que nos interesa.

Toda petición dirigida a los órganos jurisdicc¡onales debe ser atend¡da y resulta

conformidad a la ley; solamente pueden gestionar dentro de un proceso quienes

de

SE
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encuentren

asunto.

o sea solamente quienes manifiesten un

Especia¡mente en el proceso penal, son sujetos procesales principales: el Ministerio

Público, el acusado y su defensor, además pueden ex¡stir sujetos secundarios:

querellante adhesivo, actor civil y tercero civ¡lmente demandado.

La Ley del Organismo Jud¡c¡alfija plazos para resolver la petición que al efecto se hace,

si la pet¡c¡ón hecha genera una resolución de tramite. ésta a más tardar debe em¡tirse el

dia s¡gu¡ente de la petición y debe ser notificada dos días después de haberse emitido:

s¡ la petic¡ón debe ser resuelta mediante un auto razonado, a más tardar debe emit¡rse

dentro de los tres dias siguientes y notificarse dentro de los cinco días subsigu¡entes y

si se üata de una sentencia, ésta debe emit¡rse qu¡nce días después de la vista del caso

y luego debe ser notificada a más tardar quince dias de su emis¡ón. Estos plazos rigen

en general, sin embargo pueden ser diferentes cuando la ley especial asi lo establezca.

En el ámb¡to adm¡nistrativo la Constitución Polit¡ca fija un plazo de treinta días para

emitir una resolución. De no hacerse dentro de este plazo, se debe presum¡r resuelto

desfavorablemente, silencio administrativo o en su caso. se habil¡ta un supúesto para la

procedencia de la acción de amparo

Sin embargo, en el ámbito judicial, los plazos son diferentes, dependiendo del acto de

dec¡sión de que se trate, la ampliación de estos plazos para la notif¡cac¡ón obedece a
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una reciente refoma a ta ley, puesto que anieriormente toda resoluc¡ón ludicral debia\"g)/

hacerse a más tardar al dia s¡guiente de su emis¡ón.

El incumplimiento de los plazos para resolver: decretos, autos y sentencias, genera

responsabilidad en los jueces y magistrados. Es el Tribunal Superio!' a quien le

corresponde imponer una multa al juez o a cada uno de ¡os magistrados que ¡ncurren

en vulneración de estos plazos; la multa a imponer puede ser de Q.25 00 a Q 100.00

Además, siendo el plazo para notificar diferente al plazo para resolver' esta

responsabil¡dad recae en otras personas asignadas como notificadotes y también se

establece que la infracción a los plazos da lugar a responsabilidad administrativa y

eslarán sujetos a sanciones que les podrá ¡mponer Ia Corte Suprema Justicia. Está

regulación esta scorde a la necesidad de justicia pronta y cumplida como es deber de ¡a

Corte Suprema de Justic¡a y resulta coherentemente con la norma constitucional.

S¡n embargo, no obstante la existencia de sanciones tanto para Jueces por no resofver

dentro de los plazos legales, como para el personal auxiliar notificador y haberse

ampliado los plazos para notif¡car, aún se tiene dentro del sistema procesal penal serios

problemas para hacer efeclivas estas normas, especialmente quien debiera dar ejemplo

son los órganos jurisdicc¡onales que por razón de función conocen los asuntos al más

alto nivel, Salas de las Cortes de Apelaciones y Corte Suprema de Justic¡a, y sin

embarEo son quienes más tardan en resolver y notif¡car. Dentro del Código Procesal

Penal, se encuentran muchas normas que respaldan al pet¡cionario y que insisten en
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esta obligación de los tribunalesr los autos y las sentencias que sucedan a un debat\".a,-)/

oral, serán deliberados, votados y dictados inmediatamente después de cerrada la

audiencia.

En los procedimientos escritos, las resoluciones serán dictadas en el plazo fijado por Ia

Ley del Organismo Judicial. La ¡nobservancia de los plazos previstos, no inval¡dará la

resolución dictada con posterioídad a ellos, pero hará responsables a los jueces o

tr¡bunales que injusl¡ficadamente dejen de observarlos.

Además tamb¡én se establece en el Artículo 179 del Código Procesal Penal: "Queja.

Vencido el plazo para dictar una resolución, el interesado podrá queiarse ante el

tribunal inmediato superior, el cual, previo informe del denunciado, resolvelá ¡o que

corresponda y, en su caso, emplazará aljuez o tr¡bunal para que dicte la resolución, sin

perjuicio de las demás responsabilidades '.

"Estando previslo este remedio procesal para poder hacer efectivo este derecho, resulta

que casi no es utilizado por los litigantes. quienes no lo hacen porque temen una

resolución desfavorable a su justa pretensión o porque creen que esto puede generar

molest¡as aljuez y además, cuando se ha utilizado muchas veces no resulta eficaz."20

Además de esta normativa. es falta grave incurrir en retrasos y descuidos injustificados

en la tramitación de los procesos y en diferir las resoluciones. por otro motivo que no

?0 Guzmán Woltfer. Ricardo Las garant¡as constituc¡o¡ales y su repercusión. Pá9. 26.
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sea el señálado en la ¡ey prooesal de la materia. Esia falta, da lugal a imponer

sanción que puede ser una suspensión hasta por veinte dias sin goce de salario.

En el Código Penal, dentro de los delitos que protegen el bien jur¡dico admin¡strac¡ón dé

justicia existe el retardo malicioso, el mismo conlempla un sujelo activo especial,

soiamente puede ser un juez, en el supuesto de hecho, y se establece que e! juez que

no diere curso a una solicitud presentada legalmenle o que retardare, malic¡osamente,

la administrac¡ón de justicia, será sancionado con multa de cien a dos mil quetzales e

inhabilitación especial de uno a dos años.

Es sumamente necesario que los jueces y tribunales cumplan con su función de

resolver y notificar toda petic¡ón que los sujetos procesales hacen, dentro de los plazos

legales; el valor de justic¡a es el que está en juego; es uno de los deberes esencialeg

del Estado.

Los asunlos relativos a la just¡cia, se consideran un servicio público esenc¡al. Es, en

consecuenc¡a, ét¡co de parte del profesionál del derecho, utilizar los mecanismos

legales previstos en la ¡ey para hacer cumplir los derechos de su cliente y para obtener

justicia pronta y cumplida.

Por otra parte, el derecho de petición presenta un gran problema en mater¡a pena¡.

solamente los sind¡cados dentro del proceso penal tienen la posibilidad de que el
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Estado les as¡gne un abogado de oficio, cuando no cuenten con recursos económicoJ!-":'-: )'

para pagar uno de su confianza.

En el caso de las victimas, solamente puede asignarse un abogado cuando se trate de

delitos de femicidio o de violencia contra la mujer. Fuera de éstos casos, no hay

ninguna institución del Estado que proporcione los serv¡cios gratuitos de una bogado,

con lo que se evidencia que no existe acceso a la justicia en muchos casos, No

obstante se regula en el Artículo 28 y 29 de la Constitución Política que el derecho de

petlción y el libre acceso a los tribunales, rnuchos no pueden ejercitarlo.

El derecho de petición, obliga al juez o tribunal a responder dentro del plazo legal de

manera congruente a lo solicilado; por razón de que el derecho de petición se

fundamenta en la libertad de acc¡ón, puede ser solicitada cualquier cosa que a criter¡o

del petic¡onario se tenga derechol pero, es el juez qüien se encuentra obl¡gado a

resolver conforme a lo pedido, pero de conformidad a la Consiitución Politica y a la ley

La resolución que se emita, tratándose de un auto debe tener una clara y prec¡sa

fundamentación, mientras que la petición se funda en el principio de informalidad, la

resolución debe cumpl¡r con ciertas formalidades establecidas en la ley, y para que ello

sea cumplido se hizo una reforma al Código Procesal Penal a partir de la cual, se obliga

al juez a fundamentar de hecho y de derecho, cuando em¡ta un auto o una sentencia.

Esta necesaria fundamentación, garantiza el ejerc¡cio pleno del debido proceso legal,
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porque perm¡te recurrir o ¡mpugnar la resolución. Cuando carece de fundamentaoóirl',r-y'

fáctica o juridica, su omisión constituye un defecto absoluto de forma.

La necesidad de evitar abusos por parte de ¡a autor¡dad en cuanto a las citaciones a

c¡udadanos guatemaltecos, ahora tiene límites previstos en el Articulo 32 de la

Constitución Pol¡tica, estableciéndose que incumpliéndose los requisitos establecidos,

la cltación no es obligator¡a.

Y, es que una citación es una med¡da de coerción, la citación es la convocatoria

¡mperativa que redirige al imputado para que comparezca a intervenir en el proceso. En

una medida coercitiva, pues se realiza bajo la arnenaza de delención, si el convocado

no se presenta en término ni demuestra un imped¡mento legitimo.

Sin embargo en el caso del proceso penal, la citación puede dirigirse por parte de¡juez

competente al imputado para comparecer a la práct¡ca de una diligencia dentro del

proceso penal y también para recibir su primera declaración, ser int¡mado y escuchado

respecto a los hechos que se le atr¡buyen y posteriormente decidir su vinculación al

proceso. s¡ fuere procedente.

La citación puede dirig¡rse a un testigo o a un perito, o a cualquier persona cuya

presencia sea necesaria para la práctica de un acto procesa¡.
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La exigencia constitucional para las citaciones, cons¡ste en indicar

objeto de la diligencia. De no cumpl¡rse con esto la comparecencia

funcionario público no es obligatoria.

'":'tFlx/.. - 1:"\
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ante empleado o

Sin embargo, una única citación deb¡damente hecha. es suficiente y produce efectos

legales para el sindicado y su falta de comparecencia da lugar a emitir en su contra una

conducción o una orden de detención.

En el caso de los peritos o testigos, o de cualquier otra persona, que legalmente citada

no comparezca o justifique su inasistencia para la práctica de la dil¡gencia' cuya

presencia es indispensable, se habilita una orden de compulsión en su contra

En la etapa preparatoria del proceso penal por razón de que la ¡nvest¡gac¡ón está a

cargo del Ministerio Público es a éste órgano a quien le corresponde evacuar las

c¡taciones que fueran necesarias para darle cumpl¡miento a la ¡nvestigaclón, pero, no

tiene lacultad de c¡tar al presunto sindjcado. La citación en este caso, solamente puede

hacerse por solicitud del [,4inisterio Público para que comparezca ante juez competente

El Articulo 173 del Cód¡go Procesal Penal regula: "Citación Cuando la presencia de

alguna persona sea necesaria para llevar a cabo un acto, o una notifieación, el

Minister¡o Público o el juez o el tribunal la citara en su domicilio o residencia o en el

lugar donde trabaja. Las citac¡ones y notificaciones debe realizarlas personal dei
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Minister¡o Público, del luzgado o tribunal que c¡ta o pretende nolificar. La cttaoón\'l:i\il

contenCrá:

1. Eltr¡bunal oelfunc¡onario anteel cual deberá comparecer.

2. El mot¡vo de la citación.

3. La identificación del procedimiento.

4. Lugar, fecha y hora en que debe comparecer.

Al mismo tiempo se le advertirá que la incomparecencia injustifcada provocará su

conducc¡ón por la fuerza públ¡ca, que quedará obligado por las costas que se causaren'

las sanciones penales y disc¡plinarias que procedan impuestas por el tribunal

competente, y que, en caso de imped¡nEnto deberá comunicaÍlo por cualquier via a

quién lo cite, justificando ¡nmed¡atamente el mot¡vo.

La partic¡pación de la Policía Nacional Civ¡l se circunscribe únicamente a cumplir la

orden der¡vada de autor¡dad competente de conduc¡r por la fuerza pública a la persona

que. habiendo sido citada legalmente, no comparezca al acto o not¡ficación para el que

fue citado' .

Este desarrollo es coherente con la norma constitucional, pues además del motivo de {a

citación, se agrega más ¡nformación para el citado que le permite ejercitar sus derechos.

En el caso de la utilización de la citación por parte del Ministerio Público, durante la

etapa preparatoria del proceso penal, muchas veces se abusa del tal ¡nstituciÓn, en el

sentido que el fiscal que conoce de un caso, para realizaf su ¡nvestigación, cita a todos

los órganos de prueba a su oficina para entrevistarlos. volviéndose un investigador de
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escritorio. cuando deb¡era acudir a la escena del crimen, directamente busca

información y no espera a que éste llegue a base de una citación.

3.5. Dereeho a recurrir al fallo

En cuanto a este dereciro, se encüentra el Artículo 211 de !a Const¡tuc¡ón Politica de la

República, que se refiere a que en todo proceso no deben exist¡r más de 2 instancias,

de manera que ¡mplícitamente se está reconociendo el derecho a una segunda

instancia, luego de que esta segunda instancia sea resuelta aún cabe el recurso de

casación. constitucionalmente, se tiene claro que este últ¡mo, no es considerado como

una instancia sino como un recurso extraorCinario-

Durante el proceso, toda persona tiene derecho en plena igua¡dad y derecho a recurrir

al fallo ante juez o tribunal superior.

En materia penal, este derecho se encuenlra desarrollado al regularse los recursos de

apelación en contra de autos emitidos por iueces de primera ¡nstáncia, apelación del

procedim¡ento abreviado, apelación de sentencia deljuez de paz en el procedimiento de

faltas, apelac¡ón espec¡al en contra de sentencias y autos def¡nitivos.

Para tal efecto, existen jueces que conocen en primera instancia los asuntos sometidos

a su competenc¡a denom¡nados a quo ad quem. Dentro de la estructura organizacional

del Organ¡smo Judic¡al se encuentran las Salas de Apelaciones. Este tribunal es quien
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normalmente actúa como juez ad quem, o sea quien conoce de la segunda ¡nstancia\,'*:r,)/

v¡a recurso de apelac¡ón y tiene facultades de revisar Io resuelto por elluez a quo.

S¡n embargo, para el caso de la sentencia emitida por el juez de paz en el

procedimiento de faltas. eljuez ad quem, es eljuez de Pr¡mera lnstancia departamental

o que conesponda según la d¡stribucicn de competencia que estabiece la Corte

Suprema de Justic¡a. Para efectos de recu¡rir en apelac¡ón, se t¡ene que tener en

cuenta que el mismo es un mecanismo de protección iudicial frente a la posibilidad del

error judicial eñ los fallos de los juzgados y trittunales.

Toda persona, tiene derecho a un tecurso sencillo y ráp¡do a cualquier otro recurso

efectivo ante jueces o tribunales competentes que la ampare contra actos que violen

sus derechos fundamenlales reconocidos por ia Constitución Polít¡ca.

Esta norma es bastante ampl¡a, no solo podría referirse a la acción de amparo, asuntos

de inconstituc¡onalidad, el recurso de exhibición personal, sino que también es posible

que pueda abarcar toda clase de recursos a presentar contra las direcciones

jurisdicc¡onales, pues es a través de ellos en que se busca la protección.

"Todo recurco judicial, entonces, debe de ser efectivo, en el sentido de que por este

medio pueda conocer el agravio por quien recurre a efecto de que pueda enmendarse o

corregirse Ia situación denunciada "2l

" tb;a. cag.86.

6tJ



, 
rI¡)

;i:a;";:¡¡
[""t -{17

Por ello, la relación a la efect¡vidad del recurso, s€ establece que debe ser: sencilla. \tf1i:!/

Esto significa, que se debe admitir para su trámite sin mayor formalismo, puesto que es

po¡ este medio en que se hacen ver los agravios y se obliga al órgano jurisdiccional a

revisarlos, además debe ser tramitado rápidamente, esto es dentro de un plazo

razonable, evitando dilaciones indebidas.

En el caso de la no existencia de med¡os de impugnación idóneos para cada caso

dentro de la jur¡sdicción en los estados signatarios, ésta obl¡ga a que sean establecidos

y desarrollados.
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CAPíTULO IV

lmportancia del proced¡m¡ento monitoreo ente eljuez de garant¡a aplicable

a faltas que tienen como consonancia una multa en Guatemala

En su acepción más general, la palabra proceso significa un conjunto de fenómenos, de

acción o de acontecimientos que se suceden en el tiempo y que mantienen entre sí

relaciones de solidar¡dad o vinculación. Lo que da un¡dad a¡ conjunto y vinculación a

los actos, es precisamente la finalidad que se persigue

En su acepción iurldica más amplia, la palabra proceso abarca a los procesos

legislativos, administrativos, judiciales, familiares y m¡litares Entre los procesos

juridicos tiene gran importanc¡a el proceso iurisd¡ccional. al extremo que se le toma en

cons¡deración como el de mayor importanc¡a para ia resolución de los l¡tigios ante la

imparcial¡dad de una autoridad que va a apiicar el derecho a un caso part¡cular y

concreto. El proceso, es un todo que se encuenlra formado por un conjunto de actos

procesales: en cambio el procedimiento. consiste en el modo o la forma como se va

desenvolviendo e¡ proc€so, los fámites a los cuales se encuentra sujeto, ia forma de

substanciación, que puede ser en materia del proced¡miento pena¡, ordinarlo, sumario o

especial.

En dicho sentido, el procedimiento se encuentra integrado por el conjunto de los actos

que están vinculados entre s¡ por relaciones de causal¡dad y finalidad, regulados por

1l
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normas jurídicas y ejecutadas por los órganos persecutorio y jurisdicclonai en el\'-ia'-7

ejercicio de sus respectivás atribuciones. para la actualización sobre el autor o part!cipe

de un delito o conminación penal establecida en la ¡ey.

El pode!" estatal presenta dos aspectos que son !a autoridad y Ia coacción. El primero,

consiste en la facultad que tiene el Estado de hacer o mandar hacer todo lo que sea

conduncente al bien cornún. La coacción, consiste en la f!¡erza suficiente para hacerse

obedecef.

Ambos aspectos quedan comprendídos y se desarrollan en el ejercicio de la función

jurisdiccional. por ser ésta una de las funciones propias del poder públ¡co del Esiado

La jurisdicción, no actúa coactivamente, sino que en un primer momento, en donde se

ejerce la autoi'idad, y luego de sustanc¡ado ei proceso de conocimlento respectivo, dicta

la sentencia que resuelve el litigio. la que contiene un juicio y un mandato.

En un segundo momento, y en ei supuesto que ei condenado no cumpliera

voiuntariamente Ia orden o mandato contenido en la sentencia declarativa de condena,

utiliza la coacc¡ón para procurar el cumplimiento de la misma

La jurisdicción, orig¡na¡mente no actúa en forma coáctiva, sino n¡ediante una

declaración, en la cual la sentencia aunque imperativa y obl¡gatoria, es una declaración

o una orden. La coacc¡ón por el órgano jur¡sdiccional, solamente se ejerce cuando esa

orden no se ha cumplido.
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Los expuestos son los dos momenlos de Ia jurisdicc¡ón: la cognición para la declaraciónt'.1:-'-./

del derecho y la ejecución lorzada para la realización del interés insatisfecho, como

consecuencia de la falta de cumpl¡miento por el obligado a la condena inlpuesta. En

ese orden, se desarrolla por lo genera! la actividad jurisd¡ccional.

La sentencia que se dicta en el proceso de conocimiento, además de la declaración

contiene una condena al demandado, una vez consentida o ejecutoriada, viene a ser el

título que abre las puertas para la ejecución forzada, para el supuesto que el

condenado no cumpla con lo establecido.

Frente a una sentencia de condena que haya sido dictada en un proceso de

conocirniento, el condenado no s¡empre cump¡e inmediatamente con la prestación a que

ha sido condenado, por lo que es necesario trans¡tar al nuevo estadio de la ejecución

de la sentencia.

Atendiendo a ello, y como una forma de alcanzar una mayor celeridad en Ia solución de

determinados asuntos, y eviiar la tram¡tación previa del proceso de conocimiento. existe

una estructura particular que se ha dado y se llama proceso monitoreo, y asi, se ha

establecido que. frente a la misma demanda del actor, y s¡n previo contradictorio, el

tr¡buna¡ se encarga de dictar, en primer lugar, la sentencia mon¡tor¡a por la que ordena

al demandado el cumplimiento de una prestación, y luego, en un segundo momento, le

brinda a este último la posibilidad de manifestar su opos¡ción, con las variantes que la

misma presenta según la clase de proceso monitorio a que se refiere.

7_l
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Han ex¡stido diversas opiniones de dist¡ntos autores, que se encargan de aproximar la

naluraleza jurid¡ca del proceso monitoreo a la denominada jurisdicción voluntaria,

siendo el mismo constitutivo de una forma especial de procedimiento de cogniciÓn,

mediante el cual eljuez se encarga del eiercicio de la func¡ón propiamente jurisdiccional.

4.2. Conceptualización

Los momenlos de la jurisdicción siguen, en p.rinc¡pio, un orden lógico en un primer

estado, se sustancia el proceso de conocimiento en el cual se tiene que distinguir en

primer lugar la discusión o Cebate de la cuesiión objeto del litig¡o y luego de la discusión

se dicia la sentencia def¡n¡tiva que cont¡ene la declaración de cedeza del derecho Y en

su caso !a condena al demandado, lo que, viene a ser el titulo eiecutorio que abre las

puertas para la eiecución fozada.

En una etapa ulter¡or. en e¡ supueslo que el demandado no cumpla de manera

voiuntaria con la condena que se le ha ¡mpuesto en esa sentencia, tramita el proceso de

ejecución en donde es predom¡nante la utilización de la coacción del Estado.

En el proceso mon¡torio, se ¡nvierten los momentos de la discusión y de la resolución. El

juez, trente a la demanda del actor, dicta en primer lugar y sin previa contradicción la

sentencia monitoria ordenando al demandado el cumD¡im¡ento de una determinada
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prestación. Y luego, en una etapá ulterior, concede al demandado la oportunidad para\1,j-"-

que formule su oposición, fijándole un plazo a tales efectos o sea, se desplaza la

iniciativa del contradictorio al demandado, en cuanto este último debe formular la

oposición para enervar los efectos de la sentencia monitor¡a favorable al accionante. La

oposic;ón del demandado presenta diversos requisitos y también son distintos ios

efectos. de conformidad se trate el oroceso mon¡torio puro.

"EI proceso de estructura monitorio, es aquél en el cua¡ el tribunal, con el solo

requerim¡ento, dicta resoluc¡ón favorable al actor mediante la cual ordena al demandado

ei cumpl¡mjento de una prestación. Pero, se tiene que condic¡onar la elecutividad de la

sentencia a la actitud que adopte el demandado, y si el rnismo no formula oposición

a¡guna. queda habilitada la vla de la ejecución forzada 22

El t¡tulo que sirve de fundamento a ¡a ejecución se alcanza, cuando ei demandante no

formula oposición a esa sentencia en el plázo que se ha dado para hacerlo. Es decir.

en defecto de oposición, o resuelta ésta por decisión firme, puede ejecutarse la

sentencia monitoria que se d¡ctó. Por ende, el carácter tipico de esta categoria de

proceso, cuya estructura puede variar en los detalles de una legislación a otra, es que

en los mismos se t¡ene la finalidad del contrad¡ctorio del actor del demandado.

Su tramitación es aun más escueta y breve que la del procedimienlo simplificado. El

procedimiento simplificado, se denom¡na as¡ porque se tramita en forma sucinta y

¿¡ carcia Ram''e¿ Serg.o El nuevo proced¡miento penal. Pag 4¿
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sumaria ante los jueces de garantia con respecto al

general, y por excepción, de los simples delitos para

requiere una pena que no excediere de pres¡dio o

mín¡mo
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Ios cuales el Min¡sterio Público

reclusión menores en su grado

consecuentemente, este procedimiento simplificado es aplicable, como norma general,

a las faltas penales de acción pública, a menos que se encuentren sanc¡onadas

solamente con una multa, evento en el cual quedan sometidas al procedimiento

monitoreo.

4.3. Etimologia

"El término monitoreo deriva del latín monitorius, y es relativo un adjetivo que quiere

dec¡r av¡sar o amonestar. Se emplean de forma indistinta Ios términos monitorio o

inyunc¡ón. Consiste en la advertencia, apercibimiento o requer¡miento que se dirige a

una determ¡nada persona."23

4.4. La impofanc¡a del proceso mon¡toreo llevado a cabo ante el juez de

garantia aplicable a faltas que t¡enen como consonancia una multa

La finalidad buscada con el proceso de estructura mon¡toria es llegar, con mayor

celer¡dad que la que brinda el proceso de conoc¡miento que sirve de fundamento a Ia

'" tbid. Pág 46.
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ejecución. Es suf¡ciente, que el demandádo no formute la oposición en et ptazi(l¡1"1,:'

correspondiente para que quede de tal manera perfeccionado el trámite de ejecución, o

sea, Ia sentencia favorable que adquiere carácter firme. Y, basta la sencilla oposición

no motivada del demandado para restarle eficacia a la sentencia en el denorn¡nado

proceso monitorio.

La garantia constituciona¡ de Ia inviolabilidad de la defensa en iu¡clo, encuentra su

aplicación en el denominado principio de contradicc¡ón, también denominado

controvers¡a o de bilateralidad de la audienc¡a.

El mismo, estabiece que de toda petición de parte tiene que correr su traslado a la otra

u otras partes a quienes pi.lede afectar la dec¡sión solicitada, o sea. ei tribunal no puede

diclar sentencia sin previamente escuchar a las partes a quienes puede alcanzar la

misma.

Lo que exige este pr¡ncipio, es que se dé al interesado ia posibil¡dad razcnable de

defensa, pero ello no requiere la efectividad de su ejerc¡c¡o.

Por lo general, el contradictorio tiene lugar cgn anterior¡dad al d¡ctado de la sentencia

respectiva, en donde se llega a la resoluc¡ón judicial después de agotar una d¡scusión

entre los contend¡entes, es decir. tomando en consideración los princip¡os que rigen a ¡a

dialéctica que obl¡gan al planteamiento de una tesis a la cual se contesta con una

antitesis y luego delestadio probatorio se llega a la sintesis.
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Sin embargo, hay supuestos en que se perm¡te el desplazamiento de la oportunidad oi.-.'.-'r'-./

su efectivización, como ocurre en las medidas cautelares, las que se decretan inaudita

parte, pero se difiere la eventualidad de la controversia al rnomento inmediato posterior

al perfecc¡onam¡ento de la misma.

Lo mismo ocurre en el proceso monitoreo en generai, en donde la orden judic¡al ocurre

antes de haber escuchado al demandado, pero se invierte la iniciativa de la controversia,

al ser el demandado qu¡en tiene que cuestionar la resolución que contiene la orden

judicial.

O sea, en ningún juicio o proceso se puede supr¡mrr el contradictorio, debido a que ello

significaria lesionar el debido proceso y e¡ derecho de defensa de la parte a qu¡en se ia

ha pr¡vado de la posibilidad de defenderse. Pero, ello no les¡ona el princ¡pio de

contradicción en relación al desplazamiento de la oportunidad del contradictorio.

El Antculo 50 del Código Penal Decreto 17-73 del congreso de la Repúbl¡ca de

Guatemala regula: "Conmutac¡ón de las penas privativas de libertad. Son conmutables:

1. La prisión que no exceda de cinco años. La conmuta se regulará ent¡e un min¡mo

de cinco quetzales y un máximo de cien quetzales por cada dia, atendiendo a

las circunstancias del hecho y a la condic¡ones económicas del penado.

2 El arresto"

7Il
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El Artículo 52 del Código Penal Deffeto 17-73 del Congreso de la Repúbl¡ca de\agll

Guatemala regula: "Multa. La pena de multa cons¡ste en el pago de una cantidad de

dinero que le juez ftará, dentro de lo limites legales".

El proceso monitorio es un proc€d¡miento especial cuyo obietivo es la resolución rápida

de confl¡ctos en los que no existe contrad¡cción. Es un procedimiento rápido y sencillo

Los requisilos de procedencia de! procedimiento mon¡toreo son los siguientes:

a) Que se trate de una fa¡ta.

b) Que tiene que requerirse por el fiscal del M¡nisterio PÚblico, solamente una pena

de multa.

c) Que el imputado canc€le la multa impuesta, o bien que no reclame sLl

procedencia o el monto que haya sido impuesto dentl.o del plazo correspondienie.

desde el momento de la notif¡cación de la resolución que fija la multa.

Si llega a¡ fiscal e¡ conocim¡ento de la comis¡ón de una falta, que haga aplicable esle

procedirnienlo, se t¡ene que llevar a cabo el análisis de los antecedenles y se puede

adoptar una de las dos siguientes alternativas;

'7t)
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En primer lugar. se t¡ene que solicitar al juez de garantía ia citación inmediata a\ry"')/

una audienc¡a, fo cual se lleva a cabo mediante requerimiento y sin que exista

formal¡zac¡on. La ún¡ca diferenc¡a que ex¡ste en relación a ello, es api¡cabie en el

proced¡miento monitorio en relación al requerimiento del procedimiento

s¡mplificado, es que en el analizado se tiene que señalar por parte del fiscai el

monto de la multa cuya aplicación se sol¡c¡ta.

b) Se tiene que hacer uso del principio de oportunidad o bien no presentar

requerimiento alguno en el entendido de que los hechos no rev¡sten el carácter

de falta o bien que se encuentra extinguida 
'a 

responsab¡lidad penal del imputado

Después de presentado el requer¡miento, eljuez de ga€ntia puede hacer dos cosas:

a) S¡ estima que el requerimiento o el monto de ia mulia cuya impos¡ción se solicita,

no se encuentra sufic¡entemente fundado, y se t¡ene que aplicar el procedimiento

simpl¡ficado.

b) S¡ estima que se cumplen los requisitos de procedencia del proced¡miento

monitorio, entonces lo acogerá de forma inmediata. dictando para e! efecto una

resolución judicial que as¡ lo declare, la cual debe contener tres menciones

esenciales a parte de las comunes a una resolución .judicial:

t.i0
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La indicac¡ón acerca del derecho del imputado a reclamar en contra del requenmiento y\::-l

de la imposición de la sancjón después de .ecibida la not¡ficación, señala además, los

efectos que produc€ la interposición del reclamo.

La indicación sobre la posib¡lídad que d¡spone el imputado en cuanto a aceptar

requerimiento y la muita impuesta, debe señalar de ¡guat forma los efectos de

aceptación.

Debe contener también ei señaiamiento dei monto de la multa y la forma en que est¿

multa debe ser enterada en las arcas f¡scaies y además tiene que señalar que la multa

se rebajará en el caso de que la misma sea pagada dentro del plazo correspondiente a

la impos¡c¡ón de la rnulta. expresándose el monto que tiene que enterar.

Las allernativas que t¡ene el imputado, son las que a continuación se indican y explican

brevemente:

a) Pagar la multa, o bien no hacer nada dentro del plazo correspond¡ente,

contándolo a partir de que se le notif¡que la reso¡ución que acepta el

requerim¡ento y el monto de la multa rmpuesta. Si paga o no reclama, se

entiende que acepta Ia imposición y la resoiución judicial tiene efectos legales de

una sentenc¡a ejecutor¡ada.

el

la

8t



b) Si dentro del plazo respectivo contados desde la notificación de la

imputado reclama, se funda en su disconíormidad de acuerdo

establecidas a propós¡to del procedimiento simpii{icado.
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resolución, eNl:,::7

a las normas

El juez de garantia es el encargado de velar por las garantias de las personas durante

la invesiigac¡ón que realiza ei fiscal del l\rinisterio PÚb¡¡co. Además, le corresponde

auiorizar previamente todas las actuaciones del fiscal que afecten los derechos del

¡mputado y de terceros, así como decretar o dejar sin efecto las medidas cautelares de

detención o reales y, en genera¡ velar porque las personas puedan eiercer sus derechos

durante la etapa de investigación.

Constituye una man¡festación de uno de los casos en los cuales el derecho otorga valor

al s¡lencio, y que en térm¡nos generales si ei imputado paga ¡a multa o no reclama su

imposición dentro del plazo fijado en Ia resoiución en la que se le not¡fica la multa. se

entiende que el ¡mputado acepta la imposición de la misma. Se encarga de la resoluc¡ón

solamente del confl¡cto penal y se tramita ante eljuez de garantía.

8l
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'1. El desconocimiento de que al dictarse en un primer momento la seniencia

favorable al actor y permitirle a este último en una etapa substguiente oponerse

a la sentenc¡a en la estructura del procesc monitoreo, no solamenie pospone el

contrad¡ctono para una etapa posterior a la sentencia, sino que tamb¡én

desplaza la iniciativa de la controversia del actor aldemandado.

2. No ex¡ste claridad en el trámite del proced¡miento monitoreo, debido a que si bien

en una primera etapa se d¡cta la resolución monitoria s¡n intervención del

demandado para que se proteja y no se lesione el debido proceso y el derecho

de defensa, con la tinalidad de que ello no soiamente sea del conoclmiento del

actor, sino también de la formulac¡ón de la defensa.

3. La falta de claridad, de que la l¡naiidad del proceso monitoreo se resume en dos

aspectos: el primeÍo. que la in¡c¡ativa del actor sea obtener en su favor, con la

mayor celer¡dadi y la segunda, relativa que para alcanzar esa finalidad se

desplaza ia in¡c¡ativa dei contradictorio del actor ál demandado, no ha permit¡do

que el iuez de qarantía apl¡que multas a las faltas.
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El desconoc¡miento de que el procedimiento mon¡toreo es el que se realiza ant;{t1:.';i'

el iuez de garantía y se aplica a faltas que soiamente lienen como sanción una

multa no ha permitido la aplicación del procedimiento de acción penal públ¡ca, o

sea, que el M¡nisteío Público actúe de ofic¡o y con ello constituya una modalidád

del procedimiento simplificado, gué pers¡ga solamente una sanc¡ón pecuniar¡a
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1.

RECOMENDACIONES

El Ministerio Público, tiene que señalar el desconocimiento actuai al dictar en Lln

primer momento la sentencia lavorable al actor para permitirle a este último en

una etapa subsiguiente oponerse a la sentencia en la estructura dei proceso

monitoreo, no solamente para posponer el contradictorio en una etapa poster¡or a

la sentenc¡a, sino para desplazar la iniciativa de la controversia del actor ál

demandado.

2. Los fiscales y auxil¡ares fiscales del fvlinisterio Públtco, tienen que dar a conocer

la falta de claridad en el trámite del procedimiento monitoreo. para que en una

primera etapa se pueda d¡ctar la resolución monitorea sin la intervención del

demandado, para así proteger el debido proceso y que ello pueda ser del

conocimiento del áctor y base para la formulación de la defensa.

3. El gobierno de la República de Guatema¡a. debe indicar que no se cumple con la

finalidad del proceso monitoreo, para que sea resumida en dos aspectos que son:

el primero, que la ¡niciaiiva del actor pueda obtener a su favor y con la mayor

brevedad la sanción; y la segunda, que para ello se desplace la iniciativa de¡

cofltradictorio del actor al demandado y se pueda permitir qüe eijuez de garantia

sanc¡one las faltas con penas de multas.

8-i



4.

monitoreo se t¡ene que llevar a cabo ante el juez de garantia y aplicarse a faltas

que t¡enen como sanción una multa, para así poder permitir aplicar el

procedimiento de la acc¡ón penal pública, para que sea el Min¡sterio Público

quien actúe de oficio y pueda constitu¡r con ello una modalidad del proced¡miento

simplif¡cado que persiga sanciones pecuniarias
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